www.monografias.com

Personas en el Derecho colombiano

Valerie Juliao Fortich  valeriejuliaof@hotmail.com
1. Título primero: personas
2. Nacionalidad colombiana por nacimiento requisitos para su admisión
3. De la aplicación del régimen de extranjería
4. La representación
5. Nacimiento y organización de la persona jurídica
6. Extinción y liquidación de las personas jurídicas
PREPARATORIO DE CIVIL I

TÍTULO PRIMERO: PERSONAS

1. CONCEPTO DE PERSONA 

Persona es todo ente susceptible de tener derechos y contraer obligaciones. El Código Civil la define en su artículo 73 y 74, el primero las clasifica en naturales y jurídicas; y el segundo las define como todos los individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, estirpe o condición. 

2. EXISTENCIA Y FIN DE LA PERSONA. SU PRUEBA

2.1. Concepto de nacimiento. Presunción de la concepción

La existencia biológica del ser humano comienza con la concepción; pero la personalidad solo se otorga a los seres humanos que nazcan vivos (C. C., art. 90).

Para el Código Civil, el nacimiento se verifica cuando el ser humano se ha separado completamente de su madre y a vivido siquiera un instante, para efectos de la personalidad.

El ser humano debe haber vivido, una vez realizada la separación completa del vientre materno, un momento siquiera. No se requiere que continúe viviendo porque se consagro la tesis de la vitalidad y no de la viabilidad.

En la citada prueba se da grande importancia a la docimasia respiratoria hidrostatica, es decir, al comienzo de la actividad respiratoria (prueba de los pulmones).

ART. 90.DEFINICIÓN. La existencia legal de toda persona principia al nacer, esto es, al separarse completamente de su madre.

La criatura que muere en el vientre materno, o que perece antes de estar completamente separada de su madre, o que no haya sobrevivido a la separación un momento siquiera, se reputará no haber existido jamás.

2.2. Protección y derechos del naciturus o concebido

El concebido (nasciturus) goza de la protección jurídica que se le da al cuerpo mismo de su madre, y así se sanciona los hechos ilícitos provenientes de cualquier persona, que lesionen o impidan la gestación normal del concebido.

La Constitución de 1991 consagró la protección de la mujer en estado de embarazo (art. 43), lo cual indica que si su vida peligra con este estado, el legislador debe permitirle en ciertas condiciones el "aborto médico".

La protección jurídica al concebido se manifiesta en dos sentidos: como pro​tección para evitar todo daño que pueda sufrir y como sanción de los daños efec​tivamente causados.

En primer término el artículo 43 de la Constitución ordena que durante el embarazo y después del parto, reciba especial asistencia y protección del Estado.

En segundo término, la legislación del trabajo otorga importantes beneficios a la mujer embarazada, a fin de que pueda atender convenientemente al sosteni​miento del niño concebido.

Además, los jueces y funcionarios de policía tomarán "las providencias que les parezcan convenientes para proteger la existencia del no nacido, siempre que crean que de algún modo peligra" (art. 91). Así, podrán ordenar el cambio de la residencia de la mujer embarazada o prohibir que el padre del concebido siga viviendo con la madre, si en tal forma se protege eficazmente la vida del naciturus.

ART. 91. PROTECCIÓN AL QUE ESTA POR NACER. La ley protege la vida del que está por nacer. El juez, en consecuencia, tomará, a petición de cualquiera persona, o de oficio, las providencias que le parezcan convenientes para proteger la existencia del no nacido, siempre que crea que de algún modo peligra.

Nasciturus es el término con el que se denomina al no nacido o que está por nacer. 

Constitucionalmente la  protección del no nacido se encuentra en:

1. Preámbulo 

2. Artículo 11 (del derecho a la vida)

3. Artículo 43 con la protección de la mujer en estado de embarazo. 

4. Artículo 44 de la Carta establece como primer derecho fundamental de los niños, el derecho a la vida.

La obligación de velar por la vida del nasciturus no responde a una simple obligación alimentaria, pues la madre requiere de los cuidados permanentes, de una constante vigilancia médica que le garanticen en forma mínima la atención del parto y los primeros cuidados del niño.

ART. 92.CONCEPCIÓN. De la época del nacimiento se colige la de la concepción, según la regla siguiente: Se presume LEGAL que la concepción ha precedido al nacimiento no menos de ciento ochenta días cabales, y no más que trescientos, contados hacia atrás, desde la media noche en que principie el día del nacimiento. 

2.3. Efectos del nacimiento

El nacimiento de una persona constituye un hecho jurídico, por cuanto el nuevo ser adquiere los derechos de la personalidad. 

La existencia legal de la persona se da al momento del desprendimiento del cordón umbilical de la madre y que viva siquiera un instante.

El nacimiento tiene derechos los cuales se hacen efectivos en el momento en que nace. Se presume los derechos que se diferirían a la criatura que está en el vientre materno, si hubiese nacido y viviese, estarán suspensos hasta que el nacimiento se efectúe. Y si el nacimiento constituye un principio de existencia, entrará el recién nacido en el goce de dichos derechos, como si hubiese existido al tiempo en que se defirieron. 

En el caso del inciso del artículo 90 pasarán estos derechos a otras personas, como si la criatura no hubiese jamás existido. 

ART. 93. DERECHOS DEL QUE ESTA POR NACER. Los derechos que se deferirían a la criatura que está en el vientre materno, si hubiese nacido y viviese, estarán suspensos hasta que el nacimiento se efectúe. Y si el nacimiento constituye un principio de existencia, entrará el recién nacido en el goce de dichos derechos, como si hubiese existido al tiempo en que se defirieron. En el caso del inciso del artículo 90 pasarán estos derechos a otras personas, como si la criatura no hubiese jamás existido

2.4. La muerte

La existencia legal o personalidad de los seres humanos termina con la muerte, por lo que deja de ser sujeto de derechos (Art.94). La prueba de la muerte se acredita con el acta de defunción inscrita en el registro civil.

2.5. Comnoriencia

ART. 95 CC CONMORIENCIA Si por haber perecido dos o más personas en un mismo acontecimiento, como en un naufragio, incendio, ruina o batalla, o por otra causa cualquiera que no pudiere saberse el orden en que han ocurrido sus fallecimientos, se procederá en todos casos como si dichas personas hubiesen perecido en un mismo momento y ninguna de ellas hubiese sobrevivido a las otras. PRESUNCION LEGAL.

En el momento de la muerte de una persona se determina quiénes son sus herederos; estos han de ser sujetos de derechos (que hayan nacido y estén vivos), excepcion hecha de los concebidos no nacidos aun.

Requisitos: 1. Hayan muerto en un mismo lugar y a consecuencia de una misma causa.

2. Sea imposible establecer cual fue el orden de los fallecimientos.

ART. 96 CC. MERA AUSENCIA. Cuando una persona desaparezca del lugar de su domicilio, ignorándose su paradero, se mirará el desaparecimiento como mera ausencia, y la representarán y cuidarán de sus intereses, sus apoderados o representantes legales. 

ART. 656. CPC. Declaración de ausencia. Para la declaración de ausencia de una persona se observarán las siguientes reglas:

1.  En la demanda deberá hacerse una relación de los bienes y deudas del ausente.

2.  En el auto admisorio se designará al ausente curador ad litem y se ordenará publicar un extracto de la demanda por edicto, que contendrá además:

a)  La prevención a quienes tengan noticias del ausente para que lo informen al juzgado, y

b)  El emplazamiento de quienes tengan derechos a la guarda, para que se presenten al proceso y los hagan valer.

La publicación se sujetará a lo dispuesto en el artículo 318 pero deberá hacerse siempre en uno de los periódicos de mayor circulación que se editen en la capital de la República, y en un periódico y una radiodifusora locales, si los hubiere.

3.  Recibidas noticias sobre el paradero del ausente, el juez hará las averiguaciones que estime necesarias a fin de esclarecer el hecho, para lo cual empleará todos los medios de información que considere convenientes. 

4.  Cumplidos los trámites anteriores y concluidos el término probatorio, el juez dictará sentencia, y si fuere favorable a lo pedido, en ella nombrará el curador legítimo o dativo de conformidad con lo preceptuado en el Código Civil. A esta curaduría se aplicará lo dispuesto en los numerales 2º, 3º y 4º del artículo 655.

5.  Se decretará la terminación de la curaduría de bienes del ausente en los casos del artículo 579 del Código Civil. La solicitud podrá formularla cualquier interesado o el Ministerio Público, y el auto que la resuelva es apelable. La entrega de bienes se hará a quien corresponda, por el juez, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 614.

ART. 97 CC MUERTE PRESUNTA. Si la pasaren 2 años o más sin haber tenido noticias del ausente, se presumirá haber muerto este, si además llenan las condiciones siguientes:

1. El juez dictará sentencia de declaración de muerte presunta, previa la citación del desaparecido por medio de edictos publicados en periódico oficial, tres veces por lo menos, debiendo correr más de 4 meses entre cada dos citaciones. 

El juez fijará como día presuntivo de la muerte el último del primer bienio, contado desde la fecha de las últimas noticias Esta ha debido fijarse desde que se tuvieron las últimas noticias, pues debe presumirse que la falla de ellas se debió a la muerte del desaparecido.  En todo caso, el día que se fija como fecha de muerte será anterior a aquel en que se el  dicta la sentencia.

La regla 7a del artículo 97 añade que en los casos en que una persona recibió una herida grave en la guerra, o naufragó la embarcación en que navegaba, o le sobrevino otro peligro semejante, "fijará el juez como día presuntivo de la muerte el de la acción de guerra, naufragio o peligro; o no siendo determinado ese día, adoptara un término medio entre el principio y el fin de la época en que pudo ocurrir el su ceso...".

En la sentencia de declaración de muerte presunta, el juez ordenará transcribir lo resuelto al funcionario del estado civil del mismo lugar, para que extienda el folio de defunción (C. de P. C. de 1970, art. 657, num. 5).

Efectos de la sentencia de muerte presunta. Esta produce los mismos efectos que la muerte real. Con copia de la sentencia en firme y del folio de registro de defunción, o simplemente de la última, se puede iniciar el juicio de sucesión, el cual es distinto del que dio origen a la sentencia de muerte presunta.

El declarado muerto presuntivamente deja de ser sujeto de derechos desde la fecha en que la sentencia lo declara así; y se presume, además, que hasta esa fecha vivió. Se producen las siguientes consecuencias principales:

1a) En la que se refiere a los derechos patrimoniales de que era titular el decla​rado muerto presuntivamente, y que también tienen la calidad de transmisibles con​forme al artículo 1008 del Código Civil, se abre su sucesión por causa de muerte.

Son llamados a recoger aquellos derechos, los herederos presuntivos que ten​gan tal calidad en la fecha de la muerte presunta; y el patrimonio en que suceden "comprenderá los bienes, derechos y acciones del desaparecido, cuales eran a la fecha de la muerte presunta" (C. C., art. 100).

La sucesión será testamentaria o ab intestato, según que el muerto presuntiva​mente haya dejado testamento o no. Si lo primero, se procede a abrir el testamento y serán herederos o legatarios los indicados como tales por el testador.

2a) Los derechos susceptibles de constituirse o de extinguirse con la muerte real de una persona, quedan constituidos o extinguidos igualmente con la sentencia que declara muerta por presunción a la persona.

Así, el seguro de vida que tiene derecho a reclamar los herederos o beneficiarios del trabajador, o simplemente el seguro de vida contratado por el desaparecido, surge en favor de los respectivos beneficiarios o herederos. Igual regla se aplica en relación con otras prestaciones sociales o beneficios cuyo nacimiento depende de la muerte.

Si el muerto presuntivamente era titular de un usufructo vitalicio u otro derecho cuya extinción depende de la muerte del beneficiario, el usufructo o el derecho se extingue automáticamente desde la fecha indicada por la sentencia de declaración de muerte presuntiva; por lo tanto, el nudo propietario de un inmueble adquiere el dere​cho de reclamar la posesión de dicho inmueble.

Ajustado a esta regla debe interpretarse el artículo 107 del Código Civil. Por ejemplo, se declara muerto presuntivamente a Pablo el 1° de mayo de 1970, y ha sido instituido heredero Antonio en primer lugar, y en su defecto, Diego. La sucesión de Antonio se abre el 1° de diciembre de 1970 (día en que murió); el sustituto Diego puede reclamar la herencia de Pablo, pues el 1° de diciembre de 1970 faltaba el pri​mer instituido, o sea, Antonio.

ART. 100. HEREDEROS PRESUNTIVOS. Se entienden por herederos presuntivos del desaparecido los testamentarios o legítimos que lo eran a la fecha de la muerte presunta.

El patrimonio en que se presume que suceden, comprenderá los bienes, derechos y acciones del desaparecido, cuales eran a la fecha de la muerte presunta.

3a) La sociedad conyugal se disuelve y se procede a su liquidación dentro del proceso sucesorio (C. C., art. 1820, ord. 2°).

4a) En general, los derechos familiares se extinguen. Así, cesa la potestad parental (patria potestad) que ejercía el desaparecido sobre sus hijos; lo mismo la tutela o cúratela.

5a) El matrimonio del desaparecido se disuelve (C. C., art. 152, red. de la ley 25 de 1992).

ART. 107. PRUEBA DE LA MUERTE PRESUNTA. El que reclama un derecho para cuya existencia se suponga que el desaparecido ha muerto en la fecha de la muerte presunta, no estará obligado a probar que el desaparecido ha muerto verdaderamente en esa fecha; y mientras no se presente prueba en contrario, podrá usar de su derecho en los términos de los artículos precedentes.

Y, por el contrario, todo el que reclama un derecho para cuya existencia se requiera que el desaparecido haya muerto, antes o después de esa fecha, estará obligado a probarlo; y sin esa prueba no podrá impedir que el derecho reclamado pase a otros, ni exigirles responsabilidad alguna.

ART. 108. REAPARECIMIENTO El decreto de posesión definitiva podrá rescindirse a favor del desaparecido si reapareciere, o de sus legitimarios habidos durante el desaparecimiento, o de su cónyuge, por matrimonio contraído en la misma época.

ART. 109. RESCISIÓN DE LA SENTENCIA. En la rescisión del decreto de posesión definitiva se observarán las reglas que siguen:

1.  El desaparecido podrá pedir la rescisión en cualquier tiempo que se presente, o que haga constar su existencia.

2.  Las demás personas no podrán pedirla sino dentro de los respectivos plazos de prescripción contados desde la fecha de la verdadera muerte.

3.  Este beneficio aprovechará solamente a las personas que por sentencia judicial lo obtuvieren.

4.  En virtud de este beneficio se recobrarán los bienes en el estado en que se hallaren, subsistiendo las enajenaciones, las hipotecas y demás derechos reales, constituidos legalmente en ellos.

5.  Para toda restitución serán considerados los demandados como poseedores de buena fe, a menos de prueba contraria.

6.  El haber sabido y ocultado la verdadera muerte del desaparecido, o su existencia, constituye mala fe 

COMENTARIO. El artículo 657 del Código de Procedimiento Civil también modificó el artículo 109 del Código Civil. De igual manera, el texto del artículo 109 del Código Civil debe entenderse modificado por el artículo 657 del Código de Procedimiento Civil en el sentido de que el decreto de posesión definitiva debe entenderse referido a la sentencia aprobatoria de la partición o adjudicación, sin perjuicio de que en caso de reaparecimiento del desaparecido se pueda también rescindir la sentencia que lo declaró muerto presuntivo.

DOCTRINA. Efectos de la sentencia de muerte presunta. "... En general, la sentencia que declara muerta a una persona por presunción, produce los mismos efectos que la muerte real. Con copia de la sentencia en firme y del folio de defunción, o simplemente de la última, se puede iniciar el juicio de sucesión, el cual es distinto del que dio origen a la sentencia de muerte presunta (CPC.  de 1970, art. 657).

En este aspecto fue modificada sustancialmente la antigua reglamentación del Código Civil, el cual distinguía varias etapas en esta materia: en primer lugar, la sentencia que declaraba muerto al ausente una vez transcurridos dos años desde su desaparecimiento; en segundo término, la posesión provisional de los bienes del desaparecido a los herederos presuntos una vez transcurridos dos años más; por último, la posesión definitiva de los bienes si pasados cuatro años de decretada la posesión provisional no se hubieran tenido noticias del declarado muerto. Esta reglamentación y los casos especiales para los desaparecidos mayores de 70 años y los que hubieren participado en un peligro (guerra, naufragio, etc.), fueron derogados por el nuevo Código Procesal de 1970". (VALENCIA ZEA, Arturo. Derecho Civil. Tomo I, Editorial Temis, 10ª edición, págs. 296 y 297).

Rescisión de la sentencia de declaración de muerte presuntiva. Esta sentencia crea apenas una presunción relativa o legal, que admite prueba en con​trario. Varios eventos pueden destruir la presunción: 1) la reaparición del desapa​recido; 2) la confirmación de la muerte real; 3) el desaparecido no murió cuando lo supuso la sentencia, sino en época muy posterior. De estos tres casos solo es nece​sario tener en cuenta el primero y el tercero. En el primer caso se rescinde de plano la sentencia a consecuencia de la destrucción de la presunción en que se fundaba; en el tercero, posiblemente sea preciso hacer una nueva distribución de bienes.

1) Al reaparecer el desaparecido se rescinde no solo la sentencia que lo declaró muerto, sino también la respectiva sentencia aprobatoria de la partición y adjudica​ción de sus bienes, si dentro de los diez años siguientes a la publicación de la sen​tencia se inicia el respectivo proceso ordinario (C. de P. C., art. 657 num. 6). Los adjudicatarios de estos bienes serán obligados a restituirlos al reaparecido; si hubie​ren obrado de mala fe para obtener la sentencia de muerte presunta o la de partición y adjudicación, serán condenados a pagar los frutos de los bienes durante el tiempo que los tuvieron en su poder y los daños que les hubieren causado (C. C., art. 109, reglas 5a y 6a), según las reglas generales; en caso contrario, solo serán condenados a restituir los bienes.

Si hubieren hecho enajenación de dichos bienes a terceros de buena fe, los adjudicatarios serán condenados a pagar al reaparecido el precio comercial; lo cual indica que frente a terceros de buena fe no es posible ejercer acción reivindicatoria (C. C., art. 109, regla 4a; C. de P. C., art. 657, párrafo final).

2) Es posible que al morir realmente el desaparecido en época muy posterior a la indicada por la sentencia de muerte presuntiva, los herederos o legatarios sean diferentes de los que recogieron los bienes. Por ejemplo, la sentencia declaró muerta a una persona el 12 de marzo de 1965, pero más tarde se prueba que murió el 12 de diciembre de 1970; que en 1966 contrajo matrimonio y en 1967 tuvo un hijo matri​monial. Si los bienes se adjudicaron a los hermanos del desaparecido, el hijo tendrá derecho a pedir la nulidad de la sentencia aprobatoria de la partición para que se le adjudiquen los bienes, por tener mejor derecho a heredar en su condición de hijo (C. C., art. 108). Vale lo mismo si la partición se efectuó con base en un testamento del desaparecido, como si aparece nuevo testamento otorgado durante el tiempo en que el juez ya lo había declarado muerto.

La acción prescribe en diez años contados a partir de la sentencia declaratoria de la muerte presunta (C. de P. C., art. 657, num. 6).

3. ATRIBUTOS DE LA PERSONALIDAD

Los atributos de la personalidad, son: 

- Nombre

- Nacionalidad 

- Domicilio 

- Estado civil 

- Capacidad 

- Patrimonio 

3.1. Nombre y apellido

Es la propiedad que se da a una persona para distinguirla de los demás; está se divide en dos:

Nombre de pila

Es el cual colocan los padres cuando van a registrar al hijo ante una notaria, se le denomino como nombre de pila ya que anteriormente era el nombre que se colocada ante el bautismo (católico) del hijo pero con la libre religión actualmente muchos niños no se bautizan por una misma religión. 

El nombre de pila se puede cambiar ya que el Art. 62 enciso 12 del decreto 999 de 1988 lo facilita pero por solo una vez, mediante una escritura publica este se debe inscribirse en el correspondiente registro civil del interesado; para realizarlo debe llevar los siguientes requisitos al registro civil (notaria) en la cual lo registraron:

*Si es mayor de edad

- Llevar la fotocopia de la cédula de ciudadanía 

- Llevar la fotocopia del registro civil 

- Llevar una carta autorizando y explicando los motivos del cambio de nombre 

* Si es menor de edad

-Llevar la fotocopia de la cedula de ciudadanía 

- Llevar la fotocopia del registro civil 

- Llevar una carta autorizando y explicando los motivos del cambio de nombre 

- Llevar una carta anexa de los padres del individuo permitiendo que él se cambie el nombre 

Nombre patronitico

El nombre patronitico es el mismo apellido el cual es el nombre de la familia que distingue a la persona; es decir son los apellidos de los padres del individuo, este posee un carácter de fijeza.

Este se puede cambiar o variar si se presenta alguno de los siguientes casos:

Si la persona va ser adoptada, se estable el cambio de apellido que usaban por el del padre adoptivo o de la madre adoptante. 

Cuando un hijo extramatrimonial lleva el apellido de la madre en caso de legitimación por contraer nupcias de sus padres, cambia el apellido por el de sus padres. 

Cuando un hijo extramatrimonial va ser reconocida por uno de sus padres. 

Si anteriormente en el registro civil escribieron mal apellido o los apellidos y hay que cambiarlos por corrección ortográfica. 

Este cambia se debe diligenciar ante un juzgado familiar

El artículo 32 del decreto 1260 de 1970, conforme al artículo 15 de la Constitución Política, consagra para todas las personas el derecho al buen nombre, lo cual supone el derecho al mismo: "toda persona tiene derecho a su individualidad, y por consiguiente, al nombre que por la ley le corresponde. El nombre comprende, el nombre, los apellidos, y en su caso, el seudónimo...".

Determinación del nombre y apellido. El nombre depende de la volun​tad de los particulares, y el apellido es revelador de la familia a la cual pertenece la persona.

El apellido es un derecho de la personalidad y, por tanto, se encuentra fuera del comercio. Participa de la naturaleza de los denominados derechos patrimoniales inmateriales. El derecho a usar un nombre y apellido para identificarnos frente a las demás personas, y la obligación es para los demás de designarnos por tal nombre y apellido, por una parte, y de que no nos sea arrebatado o usado indebidamente por otra.

Efectos jurídicos del nombre y apellido. Los ordenamientos jurídicos modernos atribuyen importantes garantías de protección al nombre y apellido, las cuales no pueden explicarse si no se los considera como un "derecho subjetivo".

1) Puede hacerse valer contra terceros que se nieguen a dar a una persona su
apellido, alegando que no tiene derecho a usarlo ". Así, el hijo extramatrimonial re​conocido por su padre tiene derecho a usar su apellido y a oponerse eficazmente a la impugnación que contra dicho uso hagan los hijos matrimoniales del mismo padre.

2) En forma especial puede hacerse valer contra terceros el nombre y apellido,
cuando este derecho es usurpado indebidamente. La usurpación del nombre y ape​llido puede realizarse no solo cuando otra persona pretende usarlos para identificar​se ante los demás, sino cuando de tal nombre y apellido se hace algún otro uso que ocasiona perjuicios, por ejemplo, un uso comercial, teatral, novelesco, o son em​pleados como seudónimo.

3) Toda usurpación del nombre y apellido genera para el demandado una doble sanción: prohibición de continuar haciendo uso de tal nombre y apellido, e indemni​zación de los daños materiales y morales ocasionados".

Para que surjan estas obligaciones en contra del usurpador no se requiere la prueba del dolo o la culpa; es indiferente, pues, que el usurpador haya hecho de buena o mala fe uso de un nombre y apellido que corresponden a otra persona.

Pero la indemnización de perjuicios no se decreta si no se demuestra un daño, que puede ser simplemente moral (ofensa al honor, o a la buena consideración por parte de los demás).

En este sentido, el artículo 4° del decreto 1260 de 1970 estatuye que quien su​fra quebranto por el uso que otro haga de su nombre y apellido, "puede demandar judicialmente que cese la perturbación y se le dé seguridad contra un temor fundado, así como la indemnización de los daños a los bienes de su personalidad y del daño moral que haya sufrido".

El derecho al buen nombre. El artículo 15 de la Constitución Política consagra como un derecho fundamental de todas las personas el derecho al buen nombre y la obligación del Estado colombiano de respetarlo y de hacerlo respetar; no debe confundirse con el derecho a la honra; aquel se refiere a la buena fama o reputación, que no es más que la opinión que la gente tiene de una persona.

Quien difame a una persona imputándole en forma dolosa hechos deshonro​sos, incurre en el delito de injuria y además está obligado a resarcir el perjuicio ma​terial indirecto que le ocasione y a pagar el monto que señale el juez por el daño moral subjetivo.

La Corte Constitucional ha considerado que el derecho al buen nombre cobija tanto a las personas naturales como a las jurídicas, pues, "el núcleo esencial del art. 15 permite también proteger a las personas jurídicas, ante la difamación que le pro​duzcan expresiones ofensivas o injuriosas. Es la protección del denominado good will en el derecho anglosajón, que es el derecho al buen nombre de una persona ju​rídica y que puede ser estimado pecuniariamente" (sentencia de la Corte Constitucional núm. T-412dejunio 17 de 1992).

Aplicación analógica de las reglas expuestas al seudónimo. El seudó​nimo que los escritores suelen emplear para suscribir sus obras o escritos, puede equipararse al nombre y apellido, sobre todo cuando llega a caracterizar su perso​nalidad digna y ampliamente.

Tales seudónimos merecen la misma protección jurídica que se da al apellido.

3.2. Domicilio

Identificar a la persona del lugar donde habitualmente vive, la cual se divide en : 

1 El domicilio

El domicilio es donde la persona ejerce su profesión u oficio. La persona puede tener varios domicilios

2 La residencia

La residencia es estrictamente la vivienda; esta hace de domicilio civil con las personas que no tuvieran domicilio en otra parte. La residencia es única.

Cuando una persona presenta ausencia es cuando el individuo presenta una separación de su domicilio y su residencia es decir es que ya no se encuentra en ninguno de los dos lugares; son los casos de desaparición del individuo. 

Las personas suelen vivir en un sitio determinado, en forma continua; en él celebran sus negocios, ejercen sus derechos civiles y públicos y, en fin, en ese lugar concentran preponderantemente sus relaciones de orden jurídico. 

El domicilio tiene por objeto relacionar a las personas con un lugar: aquel donde habitualmente se encuentran y tienen sus principales intereses familiares y económicos; es, pues, una relación jurídica entre una persona y un lugar. Con razón la doctrina define al domicilio como la "sede jurídica" o el "asiento jurídico de una persona", y, aún más, como el "centro de las relaciones de una persona".

El domicilio es diferente de la residencia o habitación de una persona, aun que en ciertos casos se emplea la palabra domicilio como sinónimo de casa de habitación (esto hacen los arts. 28 y 32 de la Constitución Política).  

Funciones principales del domicilio. La ley atribuye importantes funciones al domicilio: 

En todos los procesos tiene competencia para conocer de la demanda el juez del domicilio del demandado; si este tiene varios domicilios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante, solo en caso de alimentos será el del domicilio del menor y del matrimonio el del domicilio de la mujer. 

ART. 76. ANIMO DE AVECIMIENTO “El domicilio consiste en la residencia acompañada, real o presuntivamente del ánimo de permanecer en ella”.

DOCTRINA. El domicilio. Noción general. "La persona no está individualizada en la sociedad únicamente por su nombre, sino que también lo está por el lugar con el cual la ley la relaciona. Este lugar es el domicilio, y de manera general puede ser definido como la morada o casa (domus) que la persona se entiende que tiene a los ojos de la ley para el ejercicio de sus derechos, encuéntrese ella o no allí físicamente.

ART. 77. DOMICILIO CIVIL El domicilio civil es relativo a una parte determinada de un lugar de la unión o de un territorio.

ART. 78. DOMICILIO El lugar donde un individuo está de asiento, o donde ejerce habitualmente su profesión u oficio, determina su domicilio civil o vecindad.

ART. 79. PRESUNCIÓN NEGATIVA DE DOMICILIO. No se presume el ánimo de permanecer, ni se adquiere consiguientemente domicilio civil en un lugar, por el solo hecho de habitar un individuo por algún tiempo casa propia o ajena en él, si tiene en otra parte su hogar doméstico, o por otras circunstancias aparece que la residencia es accidental, como la del viajero, o la del que ejerce una comisión temporal, o la del que se ocupa en algún tráfico ambulante.

ART. 80. PRESUNCIÓN POSITIVA DE DOMICILIO. Al contrario, se presume desde luego el ánimo de permanecer y avecindarse en un lugar, por el hecho de abrir en él tienda, botica, fábrica, taller, posada, escuela u otro establecimiento durable, para administrarlo en persona; por el hecho de aceptar en dicho lugar un empleo fijo de los que regularmente se confieren por largo tiempo; y por otras circunstancias análogas.

ART. 81. INMUTABILIDAD DEL DOMICILIO CIVIL. El domicilio civil no se muda por el hecho de residir el individuo largo tiempo en otra parte, voluntaria o forzadamente, conservando su familia y el asiento principal de sus negocios en el domicilio anterior. 

Así, confinado por decreto judicial a un paraje determinado, o desterrado de la misma manera fuera del territorio nacional, retendrá el domicilio anterior mientras conserve en él su familia y el principal asiento de sus negocios. 

ART. 82. ÁNIMO DE AVECINDAMIENTO. Presúmese también el domicilio de la manifestación que se haga ante el respectivo prefecto o corregidor, del ánimo de avecindarse en un determinado distrito 

ART. 83. PLURALIDAD DE DOMICILIOS. Cuando ocurran en varias secciones territoriales, con respecto a un mismo individuo, circunstancias constitutivas de domicilio civil, se entenderá que en todas ellas lo tiene; pero si se trata de cosas que dicen relación especial a una de dichas secciones exclusivamente, ella sola será para tales casos el domicilio civil del individuo.

ART. 84. RESIDENCIA. La mera residencia hará las veces de domicilio civil respecto de las personas que no tuvieren domicilio civil en otra parte.

JURISPRUDENCIA. La residencia como domicilio. No excluye a quien siendo residente en Colombia tiene domicilio fuera del territorio nacional. "El domicilio civil de toda persona en el derecho colombiano, siempre "es relativo a una parte determinada de un lugar de la unión o de un territorio", como lo dice terminantemente el artículo 77 del Código Civil. Y este lugar es el municipio. Si el domicilio civil, entonces, inexorablemente tiene que hacer referencia a una cualquiera de las municipalidades colombianas, y si, en Colombia, toda persona, como atributo de su personalidad jurídica tiene cuando menos un domicilio, síguese que al disponer el artículo 84 del código que "la mera residencia hará las veces de domicilio civil respecto de las personas que no tienen domicilio civil en otra parte", no está excluyendo de esta regla a quienes tienen domicilio fuera del territorio nacional, sino que exclusivamente se refiere a quienes, no obstante residir dentro de los límites del suelo patrio, no reúnen circunstancias constitutivas del domicilio civil "en otra parte" del propio territorio nacional.

Por manera, pues, que toda persona domiciliada o transeúnte, nacional o extranjera, como habitante del suelo colombiano y por estar sometida a sus leyes, tendrá siempre un vínculo jurídico con un determinado municipio del país que constituya su domicilio, según las normas dadas en los capítulos 2º y 3º del título 1º del libro 1º del C. Civil. Pero si la persona dicha reside en Colombia y no tiene en otra parte del territorio nacional circunstancias determinantes de su domicilio civil, entonces, "la mera residencia hará las veces" de tal. Su vecindad, en ese evento, la determinará el lugar de su simple residencia.

Brota de lo anterior que no es posible entender el artículo 84 citado como lo entendió el tribunal. Su inteligencia recta no puede ser otra que ésta: si un habitante de Colombia sea nacional o extranjero, carece de circunstancias constitutivas de domicilio en cualquier municipalidad colombiana, su "mera residencia hará las veces de domicilio civil" aquí, aunque tenga otro domicilio en territorio extranjero". (CSJ, Cas. Civil, Sent. dic. 9/75).

ART. 85. DOMICILIO CONTRACTUAL. Se podrá en un contrato establecer, de común acuerdo, un domicilio civil especial para los actos judiciales o extrajudiciales a que diere lugar el mismo contrato.

ART. 23. CPC. Reglas generales. La competencia territorial se determina por las siguientes reglas:

5. De los procesos a que diere lugar un contrato serán competentes, a elección del demandante, el juez del lugar para su cumplimiento y el del domicilio del demandado. Para efectos judiciales la estipulación de domicilio contractual se tendrá por no escrita.

DOCTRINA. Domicilio contractual.  "Este se refiere a relaciones jurídicas especiales y concretas, y constituye sede legal sólo en lo concerniente a la relación contractual correspondiente. Por emanar de un contrato, se llama contractual, y tiene por objeto radicar al individuo en una sede fija determinada, para el cumplimiento del contrato mencionado, y evitar así los inconvenientes que para el mismo podrían suscitar los posteriores cambios de domicilio del contratante. De tal modo que si se pacta domicilio contractual, todos los efectos que de él se deriven han de llevarse a cabo allí; por lo tanto, el domicilio contractual subsiste, sean cuales fueren los cambios de domicilio real que el individuo tenga". (CARREJO, Simón. Derecho Civil. Editorial Temis, pág. 346).

ART. 86.  DOMICILIO DE PERSONAS JURÍDICAS. El domicilio de los establecimientos, corporaciones y asociaciones reconocidas por la ley, es el lugar donde está situada su administración o dirección, salvo lo que dispusieren sus estatutos o leyes especiales.

ART. 23. CPC. Reglas generales. La competencia territorial se determina por las siguientes reglas:

7. En los procesos contra una sociedad es competente el juez de su domicilio principal; pero cuando se trate de asuntos vinculados a una sucursal o agencia, serán competentes, a prevención, el juez de aquél y el de ésta.

D.E. 2651/91. ART. 46. Competencia. En los procesos contra una sociedad, además de la competencia indicada en el numeral 7º del artículo 23 del Código de Procedimiento Civil, es competente a prevención el juez del domicilio del representante legal de aquélla.

CAPÍTULO III: Del domicilio en cuanto depende de la condición o estado civil de la persona

ART. 87. Derogado. D. 2820/74, art. 70.

ART. 88. DOMICILIO DEL INCAPAZ. El que vive bajo patria potestad sigue el domicilio paterno, y el que se halla bajo tutela o curaduría, el de su tutor o curador. 

ART. 89. DOMICILIO DE DEPENDIENTES Inexequible. C. Const. Sent. C-379, jul. 27/98.

3.3. Nacionalidad

Es la capacidad del individuo propio de pertenecer o tener origen por nacimiento o naturalización en una nación.

La nacionalidad puede ser por nacimiento o por adopción; las características fundamentales o primordiales que debe tener una persona para obtener la nacionalidad de una nación, deben cumplir dos de las siguientes tres características:

1. Obtener la nacionalidad que poseen los padres 

2. Obtener la nacionalidad del país donde nació 

3. Obtener la nacionalidad donde posee su domicilio actual 

Los casos especiales se presentan por adopción una es cuando los niños poseen padres con diferentes nacionalidades y entre otra son los miembros de los pueblos indígenas que comparten territorios fronterizos, con aplicación del principio de reciprocidad según tratados públicos. 

ART. 96 C.N. Son nacionales colombianos:

1. Por nacimiento:

a) Los naturales de Colombia, que con una de dos condiciones: que el padre o la madre hayan sido naturales o nacionales colombianos o que, siendo hijos de extranjeros, alguno de sus padres estuviere domiciliado en la República en el momento del nacimiento y;

b) Los hijos de padre o madre colombianos que hubieren nacido en tierra extranjera y luego se domiciliaren en territorio colombiano o registraren en una oficina consular de la República.

2. Por adopción

a) Los extranjeros que soliciten y obtengan carta de naturalización, de acuerdo con la ley, la cual establecerá los casos en los cuales se pierde la nacionalidad colombiana por adopción;

b) Los latinoamericanos y del Caribe por nacimiento domiciliados en Colombia, que con autorización del gobierno y de acuerdo con la ley y el principio de reciprocidad, pidan ser inscritos como colombianos, ante la municipalidad donde se establecieren, y

c) Los miembros de los pueblos indígenas que comparten territorios fronterizos, con aplicación del principio de reciprocidad según tratados públicos.

Ningún colombiano por nacimiento podrá ser privado de su nacionalidad. La calidad de nacional colombiano no se pierde por el hecho de adquirir otra nacionalidad. Los nacionales por adopción no estarán obligados a renunciar a su nacionalidad de origen o adopción.

Quienes hayan renunciado a la nacionalidad colombiana podrán recobrarla con arreglo a la ley.

NACIONALIDAD COLOMBIANA POR NACIMIENTO REQUISITOS PARA SU ADMISIÓN

L. 43/93. ART. 3º Modificado. L. 962/2005, art. 38. Prueba de nacionalidad. Para todos los efectos legales se considerarán como pruebas de la nacionalidad colombiana, la cédula de ciudadanía para los mayores de dieciocho (18) años, la tarjeta de identidad para los mayores de catorce (14) años y menores de dieciocho (18) años o el registro civil de nacimiento para los menores de catorce (14) años, expedidos bajo la organización y dirección de la Registraduría Nacional del Estado Civil, acompañados de la prueba de domicilio cuando sea el caso.

PAR. Sin embargo, las personas que han cumplido con las condiciones establecidas en el artículo 96 de la Constitución Política para ser colombianos por nacimiento y no se les hayan expedido los documentos que prueban la nacionalidad, de conformidad con lo señalado en el presente artículo, podrán, únicamente para efectos de renunciar a la nacionalidad colombiana, presentar la respectiva solicitud acompañada de la documentación que permita constatar que la persona es nacional colombiana y el cumplimiento de los requisitos exigidos en el citado artículo de la Constitución Política.

DE LA NACIONALIDAD COLOMBIANA POR ADOPCIÓN

L. 43/93. ART. 4º Definición y competencia. La naturalización es un acto soberano y discrecional del Presidente de la República, en virtud del cual se concede la nacionalidad colombiana a quienes la solicitan y cumplan con los requisitos que para tal efecto disponen la Constitución Política y las leyes. Corresponde al Presidente de la República conocer de las solicitudes de naturalización, recuperación de la nacionalidad colombiana y de los casos de renuncia. Estas funciones podrán delegarse en el Ministerio de Relaciones Exteriores.

L. 43/93. ART. 5º Modificado. L. 962/2005, art. 39. Prueba de nacionalidad. Solo se podrá expedir carta de naturaleza o resolución de inscripción:

A los extranjeros a que se refiere el literal a) del numeral 2º del artículo 96 de la Constitución Política que durante los cinco (5) años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud hayan estado domiciliados en el país en forma continua y el extranjero titular de visa de residente. En el evento en que los mencionados extranjeros se encuentren casados, o sean compañeros permanentes de nacional colombiano, o tengan hijos colombianos, el término de domicilio continuo se reducirá a dos (2) años.

A los latinoamericanos y del Caribe por nacimiento que durante el año inmediatamente anterior a la fecha de presentación de la solicitud, hayan estado domiciliados en el país en forma continua, teniendo en cuenta el principio de reciprocidad mediante tratados internacionales vigentes.

Los hijos de extranjeros nacidos en el territorio colombiano a los cuales ningún Estado les reconozca la nacionalidad, la prueba de la nacionalidad es el registro civil de nacimiento sin exigencia del domicilio. Sin embargo, es necesario que los padres extranjeros acrediten a través de certificación de la misión diplomática de su país de origen que dicho país no concede la nacionalidad de los padres al niño por consanguinidad.

PAR. 1º Las anteriores disposiciones se aplicarán sin perjuicio de lo que sobre el particular se establezca sobre nacionalidad en tratados internaciones en los que Colombia sea parte.

PAR. 2º Para efectos de este artículo entiéndase que los extranjeros están domiciliados cuando el Gobierno Nacional les expide la respectiva visa de residente. Por lo tanto, los términos de domicilio se contarán a partir de la expedición de la citada visa.

PAR. 3º De conformidad con lo señalado en el artículo 20 del Pacto de San José de Costa Rica, en la Convención de los derechos del niño y en el artículo 93 de la Constitución Política, los hijos de extranjeros nacidos en territorio colombiano a los cuales ningún Estado les reconozca la nacionalidad, serán colombianos y no se les exigirá prueba de domicilio, y a fin de acreditar que ningún otro Estado les reconoce la nacionalidad se requerirá declaración de la misión diplomática o consular del Estado de la nacionalidad de los padres.

L. 43/93. ART. 6º Modificado. D. 2150/95, art. 77. Modificado L. 962/2005, art. 40. Interrupción de domicilio. La ausencia de Colombia por un término igual o superior a un (1) año, interrumpe el período de domicilio continuo exigido en el artículo anterior.

Únicamente el Presidente de la República con la firma del Ministro de Relaciones Exteriores podrá reducir o exonerar el término de domicilio previsto en los literales a) y b) del artículo anterior, cuando a su juicio se considere de conveniencia para Colombia.

Así mismo, podrá eximir de los requisitos señalados en el artículo 9º de la Ley 43 de 1993, cuando a su juicio lo considere de conveniencia para Colombia. Se exceptúa de esta disposición lo señalado en los numerales 1º y 5º del citado artículo.

L. 43/93. ART. 7º Ingreso y permanencia de extranjeros en el país. Las condiciones de ingreso y permanencia de los extranjeros en el territorio nacional, serán acreditadas por el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS.

L. 43/93. ART. 8º Modificado. D. 2150/95, art. 78. Presentación de solicitudes. Las solicitudes de carta de naturaleza se presentarán ante el Ministerio de Relaciones Exteriores o las gobernaciones. Las solicitudes de inscripción de latinoamericanos y del Caribe por nacimiento se formularán ante las alcaldías de sus respectivos domicilios o ante el Ministerio de Relaciones Exteriores. Las solicitudes presentadas ante las gobernaciones o las alcaldías, serán remitidas al Ministerio de Relaciones Exteriores para su decisión.

L. 43/93. ART. 9º Documentación. Modificado D. 2150/95, art 79. Modificado L. 962/2005, art. 41. Para la expedición de la carta de naturaleza o resolución de inscripción como colombianos por adopción, el extranjero deberá presentar los siguientes documentos:

Memorial dirigido al Ministro de Relaciones Exteriores solicitando la nacionalidad colombiana, con su respectiva motivación.

Acreditación del conocimiento satisfactorio del idioma castellano, cuando este no fuere su lengua materna. Para los indígenas que comparten territorios fronterizos que hablen una o más de las lenguas indígenas oficiales de Colombia, no será requisito el conocimiento del idioma castellano. También se exceptúa de acreditar este requisito a quienes hayan culminado sus estudios secundarios o universitarios en Colombia y a las personas mayores de sesenta y cinco (65) años.

Acreditación de conocimientos básicos de la Constitución Política de Colombia y conocimientos generales de historia patria y geografía de Colombia. Se exceptúa de acreditar este requisito a quienes hayan culminado sus estudios secundarios o universitarios en Colombia y a las personas mayores de sesenta y cinco (65) años.

Acreditación de profesión, actividad u oficio que ejerce en Colombia con certificación expedida por autoridad competente.

Acreditación mediante documento idóneo del lugar y fecha de nacimiento del solicitante.

Registro civil de matrimonio válido en Colombia en caso de que el solicitante sea casado(a) con colombiana(o), o la sentencia judicial proferida por el juez de familia para probar la conformación de la unión marital de hecho.

Registro de nacimiento de los hijos nacidos en Colombia, si es el caso.

Fotocopia de la cédula de extranjería vigente.

PAR. 1. El peticionario que no pueda acreditar algunos de los requisitos señalados en este artículo, deberá acompañar a la solicitud de nacionalización una carta explicativa de los motivos que le impiden hacerlo dirigida al Ministerio de Relaciones Exteriores quien a su juicio considerará el autorizar la presentación de las pruebas supletorias del caso.

PAR. 2. Las personas que obtengan la nacionalidad colombiana por adopción definirán su situación militar conforme a la legislación nacional, salvo que comprueben haber definido dicha situación conforme a la legislación de su país de origen.

PAR. 3. Los exámenes de conocimiento no podrán hacerse con preguntas de selección múltiple.

PAR. 4. Si el extranjero pierde los exámenes de conocimientos, estos se podrán repetir seis (6) meses después de la fecha de presentación de los exámenes iniciales; siempre y cuando el interesado comunique por escrito al Ministerio de Relaciones Exteriores su interés en repetirlos.

PAR. 5. A juicio del Ministerio de Relaciones Exteriores se le podrá realizar al solicitante una entrevista por parte de los funcionarios de la oficina asesora jurídica (área de nacionalidad).

L. 43/93. ART. 14. Modificado. D. 2150/95, art. 81. Derecho del naturalizado a conservar su nacionalidad de origen. Los nacionales por adopción no están obligados a renunciar a su nacionalidad de origen o de adopción.

PAR. Si el nacionalizado está interesado en renunciar a su nacionalidad de origen o de adopción, el gobernador o el alcalde, así como el Presidente o el Ministro de Relaciones Exteriores, dejará constancia de este hecho en el acto de juramento.

L. 43/93. ART. 16. Del perfeccionamiento del vínculo de la nacionalidad. La naturalización de toda persona a quien se le expida carta de naturaleza o resolución de autorización sólo se entenderá perfeccionada con:

a)  Su publicación en el Diario Oficial, requisito que se entenderá cumplido por el pago de los derechos correspondientes y con la cancelación de los impuestos respectivos, y

b)  La prestación del juramento o protesta solemne si su religión no le permite jurar, y la inscripción según el caso.

PAR. Perfeccionado el trámite de naturalización, de acuerdo con el informe de la gobernación o alcaldía respectiva, el Ministerio de Relaciones Exteriores comunicará dentro del mes siguiente tal hecho al Estado del cual la persona sea  o haya sido su nacional, al  Departamento Administrativo de Seguridad, DAS y a la Registraduría Nacional del Estado Civil.

L. 43/93. ART. 18. Negación de la nacionalización. El Presidente de la República, o por delegación el Ministerio de Relaciones Exteriores, podrán negar la nacionalización mediante resolución, caso en el cual solamente se podrá presentar una nueva solicitud dos años después de la negación.

DE  LA DOBLE NACIONALIDAD

L. 43/93. ART. 22. No se pierde la calidad de nacional colombiano. La calidad de nacional colombiano no se pierde por el hecho de adquirir otra nacionalidad.

Los nacionales por nacimiento que adquieran  otra nacionalidad no perderán los derechos civiles y políticos que les reconocen la Constitución y la legislación colombianas.

El acceso al desempeño de funciones y cargos públicos de los nacionales por adopción que tengan otra nacionalidad podrán ser limitados en los términos previstos en la Constitución y en la ley.

El nacional colombiano que posea doble nacionalidad, en el territorio nacional, se someterá a la Constitución Política y a las leyes de la República. En consecuencia,  su ingreso y permanencia en el territorio, así como su salida, deberán hacerse siempre en calidad de colombianos, debiendo identificarse como tales en todos sus actos civiles y políticos.

DE LA RENUNCIA Y PÉRDIDA DE LA NACIONALIDAD COLOMBIANA

L. 43/93. ART. 23. De la renuncia a la nacionalidad colombiana. Los nacionales colombianos tendrán derecho a renunciar a su nacionalidad, la cual se producirá mediante manifestación escrita presentada ante el Ministerio de Relaciones Exteriores o los consulados de Colombia, la cual constará en un acta, cuya copia se enviará a la Registraduría Nacional del Estado Civil, al Departamento Administrativo de Seguridad, DAS y al Ministerio de Relaciones Exteriores.

L. 43/93. ART. 24. Pérdida de la nacionalidad por adopción. La nacionalidad colombiana por adopción se perderá por renuncia, por delitos contra la existencia y seguridad del Estado y el régimen constitucional.

DE LA RECUPERACIÓN DE LA NACIONALIDAD COLOMBIANA

L. 43/93. ART. 25. De la recuperación de la nacionalidad. Los nacionales por nacimiento o por adopción que hayan perdido la nacionalidad colombiana como consecuencia de la aplicación del artículo 9º de la Constitución anterior y quienes renuncian a ella de conformidad con lo dispuesto en la presente ley, podrán recuperarla, formulando una solicitud en tal sentido ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, los consulados de Colombia o ante las gobernaciones, manifestando su voluntad de respaldar y acatar la Constitución Política y las leyes de la República. Lo anterior se hace constar en un acta que será enviada al Ministerio de Relaciones Exteriores, la Registraduría Nacional del Estado Civil y el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS.

PAR. 1. Quienes hayan perdido la nacionalidad colombiana como consecuencia de la aplicación del artículo 9º de la Constitución anterior, al formular su solicitud de recuperación podrán hacerla extensiva a sus hijos menores nacidos en tierra extranjera para que puedan ser colombianos por nacimiento, una vez cumplan con el requisito del domicilio en Colombia.

PAR. 2. Quienes hubieren sido nacionales por adopción deberán haber fijado su domicilio en Colombia un año antes de proceder a solicitar la recuperación de la nacionalidad colombiana y presentar un certificado de buena conducta y antecedentes judiciales.

PAR. 3. El funcionario ante quien se presenten las solicitudes a que se refiere este artículo, resolverá dentro de los cinco días hábiles siguientes. Si se trata de un cónsul, comunicará su determinación a la Registraduría Nacional del Estado Civil, dentro de los tres días siguientes a su decisión.

D.R. 207/93. ART. 1º Podrán recuperar la nacionalidad colombiana los nacionales por nacimiento o por adopción que hayan perdido la nacionalidad colombiana como consecuencia de la aplicación del artículo 9º de la Constitución anterior, y quienes renuncien a ella de acuerdo con lo previsto en el artículo 23 de  la Ley 43 de febrero de 1993.

D.R. 207/93. ART. 2 Para efectos de recuperar la nacionalidad colombiana de acuerdo con lo previsto en el artículo anterior los nacionales por nacimiento deberán presentar:

a) Solicitud en tal sentido, la cual se podrá presentar ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, los consulados de Colombia o las gobernaciones.

La solicitud deberá contener además, la manifestación de voluntad del interesado de respaldar y acatar la Constitución Política y las leyes de la República y si posee otra nacionalidad, la mención de ésta, y

b)  Cédula de ciudadanía o registro civil de nacimiento.

D.R. 207/93. ART. 3 Para efectos de recuperar la nacionalidad colombiana, de acuerdo con lo previsto en el artículo 1º de este decreto, quienes hubieren sido nacionales por adopción deberán presentar:

a)  Solicitud en tal sentido, la cual se podrá presentar ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, los consulados de Colombia o las gobernaciones.

La solicitud deberá contener además la manifestación de voluntad del interesado de respaldar y acatar la Constitución Política y las leyes de la República y si posee otra nacionalidad, la mención de ésta;

b)  Cédula de ciudadanía u otro documento en el cual se pruebe que tuvo nacionalidad colombiana, y

c)  Certificado de buena conducta y antecedentes judiciales expedido por el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS.

Quien hubiere sido colombiano por adopción deberá haber estado domiciliado en el país durante el término mínimo de un año, antes de formular la solicitud de recuperación de la nacionalidad.

D.R. 207/93. ART. 4 Al formular la solicitud de recuperación de nacionalidad, con los requisitos previstos en este decreto, los solicitantes podrán hacerla extensiva a los hijos menores que se encuentren bajo su patria potestad y que hayan nacido en tierra extranjera, con el propósito de que sean colombianos de nacimiento, siempre y cuando cumplan con el requisito del domicilio en Colombia.

Junto con la solicitud de recuperación de la nacionalidad, deberá aportarse el documento idóneo que pruebe el parentesco, la patria potestad y el nacimiento en tierra extranjera.

D.R. 207/93. ART. 5. El funcionario ante quien se presente la solicitud, una vez  examinada la documentación y cumplidos los requisitos previstos en este decreto, procederá a elaborar el acta de recuperación de la nacionalidad colombiana, para lo cual dispondrá de un término máximo de cinco (5) días hábiles a partir del momento de recibo de la solicitud.

Dicha acta deberá contener:

a)  Nombres y apellidos completos del solicitante, e igualmente, nombres y apellidos, edad y sexo de los menores a los cuales se hace extensiva la recuperación;

b)  Relación de los documentos aportados con la solicitud;

c)  Si el solicitante posee otra nacionalidad, la mención de ésta, y

d)  Constancia de la manifestación de voluntad del solicitante en el sentido de respaldar y acatar la Constitución Política y las leyes de la República.

El acta se extenderá en cuatro ejemplares los cuales serán enviados, dentro de los tres días siguientes a su expedición, al Ministerio de Relaciones  Exteriores, la Registraduría Nacional del Estado Civil y el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS  y uno se entregará al interesado.

DESEMPEÑO DE CIERTOS CARGOS PÚBLICOS POR COLOMBIANOS POR ADOPCIÓN

L. 43/93. ART. 28. Restricciones para ocupar ciertos cargos. Los colombianos por adopción no podrán acceder al desempeño de los siguientes cargos públicos:

1. Presidente o Vicepresidente de la República (C.N., arts. 191 y 204).

2. Senadores  de la República (C.N., art. 172).

3. Magistrados de la Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia, Consejo Superior de Judicatura (C.N., arts. 232 y 255).

4. Fiscal General de la Nación (C.N., art. 249).

5. Miembros del Consejo Nacional Electoral y Registrador Nacional del Estado Civil (C.N., arts. 264 y 266).

6. Contralor General de la República (C.N., art. 267).

7. Procurador General de la  Nación (C.N., art. 280).

8. Ministro de Relaciones Exteriores y Ministro de Defensa Nacional.

9. Miembro de las fuerzas  armadas en calidad de oficiales y suboficiales.

10. Directores de los organismos de inteligencia y de seguridad.

11. Los que determine la ley.

DE LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN DE EXTRANJERÍA

L. 43/93. ART. 32. De la expedición de visas de residentes a quienes renunciaron a la nacionalidad colombiana siendo colombianos por adopción. Los colombianos por adopción que hubieren adquirido nacionalidad extranjera, renunciando a su nacionalidad colombiana de conformidad con lo dispuesto en la presente ley, así como sus hijos menores nacidos en el exterior, podrán solicitar visa de residente como familiar de nacional colombiano para fijar su domicilio en Colombia un año antes de proceder a solicitar la recuperación de la nacionalidad colombiana.

PAR. Los extranjeros residentes en Colombia no estarán obligados a hacer presentaciones periódicas ante las autoridades, a menos que lo sea por orden judicial o por requerimiento expreso de las autoridades administrativas competentes, en casos específicos y debidamente justificados.

3.4. Estado Civil

Condición de cada individuo en relación con los derechos y obligaciones civiles; es una cualidad de calificación de la persona el cual es único y excluyente. 

El estado civil es asignado por la ley, de ahí que un individuo no lo pueda cambiar sin su intervención. Las personas pueden realizar actos que lo afectan como el matrimonio. Estos actos deben ser asignados en el registro civil por una autoridad competente, quienes son los notarios, los registradores municipales, o en caso extremo los alcaldes municipales dentro del territorio nacional.

D. 1260/70. ART. 1. El estado civil de una persona es su situación jurídica en la familia y la sociedad, determina su capacidad para ejercer ciertos derechos y contraer ciertas obligaciones, es indivisible, indisponible e imprescriptible, y su asignación corresponde a la ley.

3.5. Patrimonio

El patrimonio es el conjunto de valores pecuniarios (es decir pertenecientes al dinero en efectivo) positivo o negativo, perteneciente a la misma persona. Económicamente el patrimonio es la diferencia entre el pasivo y el activo. El patrimonio es un concepto principalmente monetario, por lo tanto puede ser objeto de negociaciones jurídicas.

Toda persona posee patrimonio, incluso cuando no posee bienes, de acuerdo al principio de unidad patrimonial, se tiene un solo patrimonio. 

ART. 664. CLASIFICACIÓN. Las cosas incorporales son derechos reales o personales.

3.6. Capacidad. Clasificación de las incapacidades 

Es la aptitud legal para gozar un derecho, es decir, es la capacidad de obrar, en capaces e incapaces, según tengan la capacidad de derecho (jurídica) o la capacidad de obrar o sólo la de derecho. En pocas palabras es la capacidad natural para tener derechos y obligaciones, es decir, para ser sujeto, activo o pasivo, de relaciones jurídicas determinadas.

Capacidad Jurídica

También denominada capacidad de derecho o de goce, es la aptitud de ser titular de sus derechos, por el simple hecho de ser persona natural o jurídica. La poseemos todos.

Capacidad de Obra

Es la capacidad del ejercicio la cual está sujeta a una determinada madurez de la persona. Es necesario que el individuo sea normal síquicamente y pueda reflexionar de modo que sea capaz de cuidar de sí mismo y de sus intereses.

ART. 1503 PRESUNCIÓN DE CAPACIDAD. Toda persona es legalmente capaz, excepto aquéllas que la ley declara incapaces.

COMENTARIO. La  incapacidad de los dementes e impúberes se debe a la carencia de una voluntad reflexiva idónea para obligarse y comprometer sus bienes o negociar con ellos; son pues, causas físicas que la ley verifica y determina. No es suficiente que una persona esté privada de sus facultades mentales para que se le considere absolutamente incapaz. En verdad la sanidad mental de las personas se presume, y en consecuencia el enfermo mental no interdicto es responsable, y por lo tanto capaz para contratar mientras no se acredite lo contrario. Es decir, debe presumírsele capaz mientras no sea objeto de interdicción judicial.

ART. 1504 INCAPACES ABSOLUTOS Y RELATIVOS. Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y sordomudos, que no pueden darse a entender.

Sus actos no  producen ni aun obligaciones naturales, y no admiten caución.

INC. 3. Modificado. D. 2820/74, art. 60. Son también incapaces los menores adultos que no han obtenido habilitación de edad y los disipadores que se hallen bajo interdicción. Pero la incapacidad de estas personas no es absoluta y sus actos pueden tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes.

Además de estas incapacidades hay otras particulares que consisten en la prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos.

4. LA REPRESENTACIÓN

4.1. Noción General

Es una institución mediante la cual, una persona queda obligada o adquiere un derecho como consecuencia inmediata o directa del acto jurídico celebrado en su nombre por un tercero debidamente facultado para tal efecto.

Su utilidad es manifiesta, permite el desarrollo del comercio, facilita las relaciones jurídicas, etc. Además es necesaria para que determinadas personas (incapaces), puedan actuar en la vida del Derecho.

"Lo que una persona ejecuta a nombre de otra, estando facultada por ella o por la ley para representarla, produce respecto del representado iguales efectos como si hubiese contratada él mismo".

ART. 1505 REPRESENTACIÓN. Lo que una persona ejecuta a nombre de otra, estando facultada por ella o por la ley para representarla, produce respecto del representado iguales efectos que si hubiere contratado él mismo.

La representación es la manifestación de voluntad de una persona, llamada representante o apoderado, hecha antes o en el momento de celebrar un negocio jurídico con un tercero, o con efectos frente a éste, para ponerle de presente que lo celebra por cuenta y en nombre de otra que lo facultó para ello, denominada representado o poderdante ("dominus  negotii"), con el fin de que el negocio mismo se traslade directamente al patrimonio del último, sin que el apoderado comprometa el suyo  por la sola intervención de la relación jurídica.

Clases de Representación

La representación puede ser legal o convencional. Será legal cuando emane de la ley, "Son representantes legales de una persona el padre o la madre, el adoptante y su tutor o curador." Será en cambio voluntaria o convencional, cuando un acto jurídico la establezca como modalidad dentro de éste, ejemplo, el mandato con representación.

No obstante lo anterior, podemos encontrar un tercer tipo de representación, se trata de la representación cuasicontractual, derivada del cuasicontrato de agencia oficiosa.

a. REPRESENTACIÓN LEGAL

La representación que establece el artículo 62 del Código Civil, que contempla la de las personas incapaces para celebrar negocios, difiere de la representación voluntaria generada en el contrato; tiene sus fuentes y límites en la propia ley que la sanciona; a pesar de su generalidad está restringida para ciertos actos en los cuales se ha considerado conveniente la intervención de la autoridad judicial, como acontece con todos los actos de disposición sobre inmuebles o los que recaigan sobre muebles a títu​lo gratuito. 

Para el caso de los incapaces, la representación legal se da, por ministerio de la ley, primordialmente en dos instituciones: en la patria potestad y en las guardas. En la patria potestad los padres o el padre o la madre que la ejerzan, representan al hijo tanto judicial como extrajudicialmente: de ello ya nos ocu​pamos.

En las guardas son los tutores y los curadores a quienes la ley ha enco​mendado la representación de sus pupilos, particularmente en negocios de tipo patrimonial. Esto encuentra su respaldo legal en el artículo 500 del Código Civil, según el cual "en todos los actos y contratos que ejecute o celebre el tutor o curador en representación del pupilo, deberá expresar esta circunstancia en la escritura del mismo acto o contrato, so pena de que omitida esta expresión, se repute ejecutado el acto o celebrado el contrato en representación del pupilo, si fuere útil a este, y no de otro modo".

Se tiene entonces que la representación legal, para el caso de las guardas, es una facultad de que goza el guardador, tutor o curador, de representar la persona del pupilo en la concertación de actos y negocios jurídicos, obligando a este, siempre y cuando su gestión se acomode al ámbito fijado en la ley. 

La representación de los guardadores la prevé expresamente nuestro Códi​go Civil en su artículo 480, según el cual "toca al tutor o curador representar o autorizara  pupilo en todos los actos judiciales y extrajudiciales que le concier​nan y puedan menoscabar sus derechos o imponerle obligaciones".

Según esta norma, la representación de los guardadores comprende dos cosas bien distintas: por la primera se autoriza al guardador para representar a su pupilo en aquellos actos y contratos que influyan en la conservación y mante​nimiento de su patrimonio; por la segunda se faculta a los curadores para que bajo ciertas circunstancias y en ciertos casos autoricen a sus pupilos incapa​ces relativos para que ejecuten o celebren actos o contratos, directamente, sin mengua de la responsabilidad de su representante legal.

B. REPRESENTACIÓN JUDICIAL

Conforme al artículo 480, le corresponde al tutor o curador representar o autorizar a su pupilo en los actos judiciales. Esta norma da a entender que la representación judicial comprende tanto la representación propiamente dicha como la autorización, la cual no es posible cuando se trata de un absolutamente incapaz. En síntesis, el tutor no puede autorizar a su pupilo para que realice ciertos actos de tipo judicial, por cuanto se trata de un impúber cuyos actos no producen obligación alguna y atentan contra el orden público.

Lo propio ocurre al curador con respecto a pupilos absolutamente inca​paces, a quienes no puede permitirles la celebración de actos jurídicos, ni puede autorizar al pupilo para la celebración de actos judiciales.

El juez debe designarle curador ad litem al incapaz que pretenda demandar a su representante legal o que sea demandado por este, o confirmará el desig​nado por el relativamente incapaz si fuera idóneo (decr. 2282 de 1989, art. 1°, num. 17 que modificó el 45 del C. de P. C.).

C. REPRESENTACIÓN EXTRAJUDICIAL

A ella se refiere también el artículo 480 del Código en su inciso dispone que toca al tutor o curador representar o autorizar al pupilo en todos los actos extrajudiciales que le conciernen y puedan menoscabar sus derechos o impo​nerle obligaciones.

Esta representación se refiere tanto a los actos como a los contratos que sea necesario celebrar para conservar el patrimonio del pupilo.

ART. 1506 ESTIPULACIÓN EN FAVOR DE OTRO. Cualquiera puede estipular a favor de una tercera persona, aunque no tenga derecho para representarla; pero sólo esta tercera persona podrá demandar lo estipulado; y mientras no intervenga su aceptación expresa o tácita, es revocable el contrato por la sola voluntad de las partes que concurrieron a él.

Constituyen aceptación tácita los actos que solo hubieran podido ejecutarse en virtud del contrato.

ART. 1507 PROMESA POR OTRO. Siempre que uno de los contratantes se compromete a que por una tercera persona, de quien no es legítimo representante, ha de darse, hacerse o no hacerse alguna cosa, esta tercera persona no contraerá obligación alguna, sino en virtud de su ratificación; y si ella no ratifica, el otro contratante tendrá acción de perjuicios contra el que hizo la promesa.

Nadie puede quedar obligado sin su consentimiento. De ahí que para que una persona se obligue es necesaria la concurrencia de su voluntad, dirigida a la aceptación de una prestación de dar, hacer o no hacer.

En los términos del artículo 1507 del Código Civil, convencionalmente resulta lícito que uno de los contratantes, llamado prometiente, prometa al otro, denominado promisario, que un tercero, de quien no es legítimo representante, dará, hará o no hará alguna cosa en su favor. En este evento, el tercero no asume ninguna obligación mientras no medie su ratificación, y si ésta no se produce, el prometiente debe indemnizar al promisario los perjuicios resultantes de la falta de ratificación de aquél.

REPRESENTACIÓN LEGAL DE LAS PERSONAS NATURALES 

El Código Civil, en su Artículo 62 CC señala que son representantes legales de una persona el padre o la madre, el adoptante y su tutor o curador.

Finalmente, sólo es aplicable a las personas naturales, la noción de representación legal, toda vez que las personas jurídicas actúan en la vida del Derecho a través de sus órganos, pudiendo ella misma nombrar representantes convencionales, habida consideración que a los entes ficticios no se los considera hoy en día como incapaces.

Los sujetos de derechos que necesitan de la figura de la representación legal, son las personas naturales que se encuentran dentro de las categorías de incapacidad.

Como sabemos, la regla general es que todas las personas -sean capaces de ejercicio, y osta plena capacidad se adquiere a los 18 años. Se defino la capacidad de ejercicio como la aptitud legal para ejercer los derechos y contraer obligaciones por sí mismo, sin el ministerio o autorización de otra persona. Esta capacidad no es atributo de la personalidad.

En nuestro Derecho, conocemos dos grupos de incapaces: los incapaces absolutos y los incapaces relativos.

Los incapaces absolutos, sólo pueden actuar en la vida del Derecho a través de sus representantes legales, no cabe otra alternativa. Sus actos no producen ni aun obligaciones naturales, y no admiten caución. La sanción a este respecto es la nulidad absoluta.

En cambio, los incapaces relativos tienen más alternativas al respecto. Desde luego, actúan validamente a través de sus representantes legales, pero además pueden actuar autorizados por ellos, o bien que su representante legal ratifique con posterioridad el acto del incapaz relativo. El no cumplimiento de tales requisitos, genera la posibilidad de demandar la nulidad relativa del acto.

Con todo, pueden actuar respecto de los actos que tuvieren lugar con ocasión de su peculio profesional, en otros actos de Derecho de Familia, como el caso del reconocimiento de un hijo o para actos testamentarios, (menores adultos), o para contraer matrimonio (mayores de 16 años).

Son incapaces absolutos:

1.  Los dementes. Entendiendo este término en su sentido natural y obvio, mas no en su acepción técnico-siquiátrica, cabiendo aquí todas las hipótesis de enajenación mental. Tampoco es menester que sea previamente declarado en interdicción por demencia.

2. Los impúberes. Esto es, las damas menores de 12 años, y los varones menores de 14.

3. Los sordos o sordomudos que no pueden darse a entender. 

Todo acto celebrado por un incapaz adolece de nulidad.

INCAPACIDADES PARTICULARES.  INHABILIDADES

Fuera de las incapacidades absolutas o relativas previstas por el artículo 1504, el Código Civil, en el último inciso de la misma norma, considera que hay otras ineptitudes particulares que consisten en la "prohibición que la ley ha impuesto a ciertas personas para ejecutar ciertos actos" con el fin de proteger intereses de terceros.

En síntesis, la incapacidad es una situación general de anormalidad jurí​dica, creada por el legislador para proteger a quien la padece; la inhabilidad es la prohibición a determinadas personas para la ejecución de ciertos actos, con el fin primordial de proteger a terceros de buena fe.

OTRAS FIGURAS IMPORTANTES

La interdicción y la incompatibilidad. La interdicción implica un decreto del juez, con el cual se concreta la incapacidad y a fin de proteger a una persona que resulta beneficiada por tal medida; la incompatibilidad consiste en la prohibición particular establecida por la ley, para que ciertas personas, por razón de su calidad, no puedan desempeñar ciertos cargos o ejecutar ciertos actos, todo en beneficio de terceros de buena fe.

Toda incapacidad tiene un origen que la justifica, el cual puede ser natural o simplemente legal. Son fuentes cons​titutivas de la incapacidad natural: a) las anomalías de carácter mental; b) las de​ficiencias de tipo orgánico, y c) la impubertad. Las fuentes legal son la minoría de edad y la prodigalidad.

Entre las anomalías de carácter mental encontramos la demencia, la locura furiosa, la imbecilidad y el idiotismo; como anomalías de carácter orgánico la sordomudez, unida a la carencia de un medio externo para darse a entender; la edad conduce a incapacidad de tipo absoluto en los impúberes, e in​capacidad relativa en los menores adultos: la prodigalidad, para ser fuente de incapacidad, tiene que ser declarada por el juez previo trámite judicial.

- MENORES ADULTOS: Los varones que habiendo llegado a la edad de la pubertad, 14 años, no han cumplido aún los 18, o las mujeres que habiendo cumplido 12 años no han llegado a la mayoría de edad. Por principio, el menor adulto no puede celebrar actos o negocios jurídicos sino por conducto de su representante legal, vale decir, sus padres o guardadores: si contratase este, el acto estaría afectado de nulidad relativa.

A diferencia de los impúberes y de los demás incapaces absolutos, los menores adultos son personas dotadas de discernimiento, por lo cual a algunos de sus actos se les reconoce plena validez; de allí que se les tenga como relativamente incapaces. Esta es la razón para que los artículos 1504 y 1741 con​sideren que sus actos "pueden tener validez" en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados en las leyes.

Entre los varios actos que puede celebrar el menor por sí mismo sin minis​terio ni autorización de otro y a los cuales el legislador les concede especial trascendencia, merecen tenerse en cuenta:

1) Rendir testimonio

2) Matrimonio civil. El matrimonio entre menores adultos es válido, aunque requiere el permiso de sus padres, o ascendientes, o del curador general o especial. 

3) Testamento. Por disposición del artículo 1061 del Código Civil, el me​nor adulto puede otorgar testamento.

4 ) Reconocimiento de hijo extramatrimonial. 

- PRODIGO: Individuo que gasta habitualmente en forma desproporcionada sus haberes y sin finalidad lógica alguna.

El pródigo, es el que no tiene fin ni media en sus gastos y que disipa lodo su patrimonio con loca profusión. Disipa todos los bienes en festines, regalos, juegos, casas y otros gastos que no dejan sino huellas fugi​tivas.

De conformidad con el artículo 1504 del Código Civil, el pródigo es un relativamente incapaz y los actos que llegare a realizar son relativamente nulos.

Para que la prodigalidad llegue a ser causa de incapacidad, es preciso tener en cuenta:

Que se trate de un gasto habitual de bienes. Ello equivale a decir: que el presunto pródigo repita los actos de dilapidación de manera notoria: en tal caso, le corresponderá al juez determinar, en un momento dado, si el número de esos actos implica o no habitualidad por razón de su naturaleza. Los simples actos peligrosos, para el patrimonio del disipador, no pueden ser motivo para declarar la interdicción, ni tampoco lo serían los actos esporádicos de dilapidación, aunque tuvieran trascendencia patrimonial.

El pródigo puede realizar ciertos actos con plena validez. Por ser de orden patrimonial este tipo de guarda, el pródigo puede ejecutar todos los actos jurídicos que no tengan un objeto o fin económico, a saber: contraer matrimonio, reconocer aun hijo extramatrimonial, adoptar, etc. Por el contrario, le están prohibidos los actos de carácter patrimonial como celebrar contratos en sus varias especies y modalidades. Además, el legislador ordena que el disipador conservará siempre su libertad y tendrá para sus gastos la libre disposición de una suma de dinero, proporcionada a sus fa​cultades y señalada por el juez.

4.2. Representación de los incapaces. Patria potestad

Es el conjunto de derechos que la ley confiere a los padres respecto de sus hijos menores de dieciocho (18) años. 

Tales derechos (crianza, educación, representación legal del menor, administración y usufructo de sus bienes), corresponden en forma conjunta y exclusivamente a los padres.

Suspensión de la patria potestad 

Es decretada por el juez de familia con respecto a cualquier de los padres, por demencia, por esta en entre dicho de administrar sus propios bienes y por su larga ausencia. (Articulo 310 Código Civil, Articulo 42 Decreto 2820 de 1974) o por la renuencia de los padres a dar cumplimiento a la orden de asignación provisional de la custodia y cuidado personal del menor, de acuerdo al articulo 72 Parágrafo del Código del Menor. Y pena privativa de la libertad. 
Rehabilitación de la patria potestad

La suspensión de la patria potestad es temporal y en consecuencia es susceptible de la rehabilitación. El padre o la madre a quien el Juez aplicó tal sanción puede solicitar la rehabilitación del derecho cuando considere y demuestre y que han desaparecido las causas que motivaron la decisión.

Terminación de la patria potestad 

Emancipación Judicial (al cumplir mayoría de edad)

Es decretada por el juez de familia con respecto a cualquiera de los padres en atención a la gravedad de la casual invocada por maltrato habitual de hijos en términos de poner en peligro su vida o de causarle grave daño o lesión; por haber abandonado al hijo, por depravación que los incapacite para ejercer patria potestad, y por haber sido condenado a pena privativa de la libertad superior a un año (artículo 315 Código Civil)

Cuando el defensor de familia declara la situación de abandono de un menor y dispone como medida de protección iniciar los trámites de adopción se produce igualmente respecto de los padres la terminación de la patria potestad.

Documentos para su trámite

- Cédula de Ciudadanía del solicitante 

- Copia del registro civil de nacimiento del menor (es). 

- Copia completa del registro civil de matrimonio de los padres si son casados.

- Nombre de personas que pueden declarar acerca de los hechos, con dirección y número de cédula. 

- Dirección del demandado Emancipación Judicial (al cumplir mayoría de edad) 

GUARDAS

La sociedad y el Estado deben velar por el cuidado y la protección de los incapaces. Por su propia necesidad el hombre, mientras no haya adquirido ma​durez suficiente para gobernar sus intereses y su conducta, debe ser confiado a la dirección, cuidados y consejos de personas capaces de protegerlo y servirle de guía. La ley debe velar por su educación y por sus intereses; este es el funda​mento de las tutelas y curadurías.

NOCIÓN

El artículo 428 del Código Civil, al definir las guardas, dispone que las tutelas y curadurías: Son cargos impuestos a ciertas personas en favor de aquellos que no pueden dirigirse a sí mismos, o administrar competente​mente sus negocios y que no están bajo potestad del padre o la madre que pueda darles protección.

CARACTERÍSTICAS

De acuerdo con la definición consagrada en el Código Civil, las guardas presentan las siguientes características:

1. Son cargos de forzosa aceptación, porque quien fuere designado para ejercerlos no puede sustraerse voluntariamente de su obligación sin mediar justificación legal expresa, llámese esta incapacidad o excusa.

2. Han sido creados a favor de los incapaces y tiene como finalidad proteger los derechos de estos, quienes al no estar en condiciones de administrar competentemente sus negocios, requieren los servicios de otra persona que lo haga en su nombre.

3. Tienen como objetivo administrar los negocios del pupilo, con lo cual el legislador ha querido fijar una especie de filosofía al guardador, quien debe emplear toda la diligencia y cuidado indispensables para conservar íntegro el patrimonio del pupilo y obtener los mejores rendimientos, procurando ante todo el bienestar del incapaz, en lo moral, intelectual y físico.

4. Son instituciones de tipo personal-patrimonial, por cuanto son cargos impuestos en favor de ciertas personas "que no pueden dirigirse a sí mismas o administrar  sus negocios"; y en este sentido son claros los alcances del artículo 430 del Código Civil, al disponer que "la tutela y las curadurías generales se extienden no solo a los bienes sino a la persona de los individuos sometidos a ellas".

Por excepción, la guarda se extiende exclusivamente a los bienes, en aquellos casos expresamente contemplados en la ley, y que son: el de los bienes del ausente, el de la herencia yacente y el de la criatura que está por nacer, según el artículo 433 del Código Civil.

5. Son instituciones de orden público porque, por la simple razón de la naturaleza imperativa de sus normas son además de innegable influencia dentro del régimen familiar de la nación y, por consiguiente, redundan en pro del orden social.

6. La guarda general es incompatible con la patria potestad. El artículo 438 del Código Civil, que prohibió dar un tutor o curador general al que se halle bajo patria potestad, salvo que estas se suspenda por decreto judicial. Tan solo se per​mite la designación de un curador adjunto al hijo, cuando los padres son priva​dos de la administración de sus bienes o de una parte de ellos.

ART. 438 INCOMPATIBILIDAD CON LA PATRIA POTESTAD. No se puede dar tutor ni curador general al que está bajo la patria potestad, salvo que ésta se suspenda por decreto judicial, en alguno de los casos enumerados en el artículo 315.

Se dará curador adjunto al hijo cuando el padre es privado de la administración de los bienes del hijo o de una parte de ellos, según el artículo 299.

COMENTARIO. La disposición del inciso segundo debe entenderse que se aplica cuando ambos padres sean privados de la administración de los bienes, de acuerdo a lo establecido por el Decreto 2820 de 1974.

7. Son incompatibles dos guardas generales, puesto que no es permitida la designación de curador general a quien ya lo tiene; así lo prevé el artículo 440 del Código Civil pero esta prohibición no puede extenderse a la designación de curador adjunto para aquellos casos en que la ley lo autoriza.

ART. 440 PROHIBICIÓN DE GUARDADORES SIMULTÁNEOS. Generalmente no se puede dar tutor ni curador al que ya lo tiene: sólo podrá dársele curador adjunto en los casos que la ley designa.

8. La mujer casada dejó de ser incapaz por el hecho del matrimonio. 

SUJETOS DE LAS GUARDAS

DOS SUJETOS FUNDAMENTALES

La institución de las guardas supone la intervención de dos sujetos: uno activo, genéricamente designado como el guardador, quien toma el nombre de tutor si la guarda se refiere a impúberes, o de curador si la guarda se relaciona con menores adultos, disipadores o con mayores incapaces; y el sujeto pasivo o pupilo, que es el incapaz sometido a la guarda.

A. Sujeto Activo

El sujeto activo en las guardas es el tutor o curador, quien para que se le tenga como tal debe reunir las siguientes características:

A) Debe ser una persona natural. En nuestro derecho no es concebible el ejercicio de la guarda por personas jurídicas, aunque no existe precepto alguno que así lo establezca de manera expresa; el texto de las normas que reglamentan la institución nos lleva a esa conclusión. 

a) El artículo 428, contentivo de la noción o definición de guardas que las consi​dera como cargo impuesto a ciertas personas, el cual no puede desempeñarlo una persona jurídica; 

b) La estructura de la guarda legítima; según el artículo 457 del Código Civil, descansa en el parentesco; esta relación de familia no es con​cebible con personas jurídicas; 

ART. 457 PERSONAS LLAMADAS A EJERCERLA. Modificado. D. 2820/74, art. 51. Son llamados a la tutela o curaduría legítima:

1. El cónyuge, siempre que no esté divorciado ni separado de cuerpos o de bienes; por causa distinta al mutuo consenso.

2. El padre o la madre, y en su defecto los abuelos *(legítimos)*. 

3. Los hijos legítimos o extramatrimoniales.

4. Los hermanos del pupilo y los hermanos de los ascendientes del pupilo.

Cuando existan varias personas en el mismo orden de prelación señalado en este artículo, el juez, oídos los parientes, elegirá entre ellas la que le pareciere más apta y podrá también, si lo estimare conveniente, elegir más de una y dividir entre ellas las funciones.

c) el artículo 586 del Código relaciona, entre las incapacidades para el ejercicio de la guarda, una serie de dificultades físicas que solo pueden darse en personas naturales.

ART. 586 CAUSALES. Son incapaces de ejercer tutela o curaduría:

1.  Los ciegos.

2.  Los mudos.

3.  Los dementes, aunque no estén bajo interdicción.

4.  Los fallidos, mientras no hayan satisfecho a sus acreedores.

5.  Los que están privados de administrar sus propios bienes por disipación.

6.  Los que carecen de domicilio en la Nación.

7.  Los que no saben leer ni escribir, con excepción del padre o madre llamados a ejercer la guarda legítima o testamentaria de sus hijos legítimos o naturales.

8.  Los de mala conducta notoria.

9.  Los condenados judicialmente a una pena de las designadas en el artículo 315, número 4º, aunque se les haya indultado de ella.

10.  Derogado. D. 2820/74, art. 70.

11.  El que ha sido privado de ejercer la patria potestad, según el artículo 310.

12.  Los que por torcida o descuidada administración han sido removidos de una guarda anterior, o en el juicio subsiguiente a ésta han sido condenados por fraude o culpa grave, a indemnizar al pupilo. 

B) Debe ser mayor de edad. El artículo 588 del Código Civil establecía de manera perentoria: No pueden ser tutores o curadores los que no hayan cum​plido 18 años, razón esta que conduce a que también sea apli​cable para el ejercicio de la guarda. 

ART. 588 INCAPACIDAD POR EDAD. No pueden ser  tutores o  curadores los que no hayan cumplido dieciocho años, aunque hayan obtenido habilitación de edad.

Sin embargo, si es deferida una tutela o curaduría al ascendiente o descendiente que no ha cumplido dieciocho años, se aguardará que los cumpla para conferirle el cargo, y se nombrará un interino para el tiempo intermedio.

Se aguardará de la misma manera al tutor o curador testamentario que no ha cumplido dieciocho años.

Pero será inválido el nombramiento del tutor o curador menor, cuando llegando a los dieciocho años sólo tendría que ejercer la tutela o curaduría por menos de dos años.

Sujeto Pasivo

El sujeto pasivo es el incapaz sometido a la custodia del guardador. De acuerdo con el artículo 428 del Código Civil, se le denomina comúnmente pupilo.

El pupilo es el individuo sujeto a tutela o curaduría según el Artículo 436C.C. Podrán colocarse bajo una misma tutela o curaduría dos o mas individuos con tal que hayan entre ellos indivision de patrimonios como señala el Artículo 437 CC. 

CLASIFICACIÓN DE LAS GUARDAS

Las guardas admiten diversas clasificaciones, según el criterio que se adopte. Estos criterios pueden consistir en la edad u otras condiciones del pupilo, en la extensión de las facultades del guardador, en el origen mismo de la guarda, o en su objeto.

1 ) En cuanto a la edad y condiciones del pupilo, las guardas se clasifican en tutelas y cúratelas o curadurías.

El artículo 431 del Código Civil somete al régimen de la tutela al impúber. Esto significa que la edad es el factor determinante para distinguir si a un inca​paz debe colocársele bajo tutela o curaduría, obviamente sin perjuicio de la pa​tria potestad. Solo la impubertad es causa de la tutela.

ART. 431 SUJETOS DE LA TUTELA. Están sujetos a tutela los  impúberes.

En cambio en la curaduría, se somete al régimen del curador los dementes, la imbecilidad, la idio​tez, la locura furiosa, o simplemente de la prodigalidad o disipación.

ART. 432 SUJETOS DE LA CURADURÍA. Están sujetos a curaduría general los menores adultos que no han obtenido habilitación de edad; los que por prodigalidad o demencia han sido puestos en entredicho de administrar sus bienes, y los sordomudos que no pueden darse a entender *(por escrito)*. 

La tutela es una especie de guarda que solo puede darse a los impúberes, mientras que la curaduría como la guarda deferida a los menores adultos, a los pródigos que han sido puestos en entredicho, a los de​mentes sometidos a interdicción judicial, a los imbéciles, idiotas, locos furio​sos, y a los sordomudos que no pueden darse a entender.

La distinción entre tutelas y curadurías surgen dos razones: los sometidos a tutela deberán actuar en la vida jurídica forzosa​mente representados por el tutor; por el contrario, los relativamente incapaces, sujetos a curaduría, podrán celebrar los actos o contratos, sean representados por su curador o bien mediante autorización; además, las facultades del tutor son más amplias que las del curador, porque los pupilos, que son relativamente incapaces, tienen capacidad propia para efectuar ciertos actos que escapan al control del curador.

Finalmente, al tutor nunca se le puede nombrar a propuesta del pupilo: en cambio, el menor adulto, según el artículo 526 del Código Civil, está facultado para proponer la persona que será su curador.

ART. 526 PETICIÓN DE CURADOR. El menor adulto que careciere de curador debe pedirlo al juez o prefecto, designando la persona que lo sea.

Si no lo pidiere el menor, podrán hacerlos los parientes; pero la designación de la persona corresponderá siempre al menor, o al juez o prefecto en subsidio.

El juez o prefecto, oyendo al defensor de menores, aceptará la persona designada por el menor, si fuere idónea 

2 ) En cuanto a su extensión, las guardas pueden ser generales, adjuntas, de bienes y especiales.

La guarda general se extiende, según lo dispone el artículo 430 del Código Civil, no solo a los bienes sino a la persona de los individuos sometidos a ella. La tutela siempre es una guarda de tipo general, mientras que la curaduría puede ser parcial o especial.

En los incapaces absolutos, cualquiera que sea la causa de la incapacidad, la guarda persigue como fin primordial el cuidado de la persona del pupilo, relegando aun segundo plano el cuidado de sus bienes; ello no quiere decir que el curador no deba emplear toda la diligencia necesaria para mantener íntegro el patrimonio del pupilo.

ART. 430 EXTENSIÓN DE LAS GUARDAS. La tutela y las curadurías generales se extienden no sólo a los bienes, sino a la persona de los individuos sometidos a ellas.

La guarda especial o parcial solo es relativa a bienes y no comprende a la persona del pupilo.

Como ya lo expusimos la tutela siempre es una guarda de carácter general, no así la curaduría, que puede ser general o especial.

1. CURADURIA GENERAL

Confiere al guardador  la representación del pupilo, la administración de su patrimonio y el cuidado de su persona. Están sujetos a curaduría general los menores adultos; los que por prodigalidad o demencia han sido puestos en entredicho de ad​ministrar sus bienes, y los sordomudos que no pueden darse a entender.

2. CURADURÍAS ESPECIALES

Con relación a las curadurías especiales, nuestro legislador distingue tres especies:

2.1. Curadores de bienes. En nuestro derecho, las curadurías de esta espe​cie son tres: las que se dan para los bienes del ausente, las que se dan a la heren​cia yacente, y las que se dan para proteger los derechos eventuales del que está por nacer. Su función primordial consiste en precautelar, defender o conservar los bienes que se les han confiado, con facultades administrativas restringidas. 

ART. 433 CURADORES DE BIENES. Se llaman curadores de bienes los que se dan a los bienes del ausente, a la herencia yacente y a los derechos eventuales del que está por nacer.

2.2.Curadores adjuntos. Son los que se nombran en ciertos casos a quienes
están bajo patria potestad, tutela o curaduría general, para que ejerzan una administración separada. Se les asigna este nombre porque se supone la existencia de un titular de la patria potestad o de un guardador general. 

ART. 434 CURADORES ADJUNTOS. Modificado. D. 2820/74, art. 48. Se llaman curadores adjuntos los que se dan a los incapaces sometidos a patria potestad, tutela o curatela, para que ejerzan una administración separada.

2.3. Curadores especiales también llamados curadores "adlitem". Son los que se nombran para un negocio particular. Participan de la naturaleza del cura​dor dativo, por cuanto su provisión depende de la voluntad del juez; toman el nombre de curadores ad litem cuando se designan para determinado litigio.

ART. 435. CURADORES ESPECIALES. Curador especial es el que se nombra para un negocio particular.

3) En cuanto a su objeto. 

La testamentaria se instituye por testamento, la legítima la confiere la ley, y la dativa la discierne el juez.

1. GUARDA TESTAMENTARIA

Debe proveerse mediante acto testamentario, sin importar la especie de acto que se utilice. No se aprecia, sin embargo, lo indis​pensable de este requisito; había podido accederse a la provisión de la guarda por acto entre vivos distinto del testamento, condicionando sus efectos a la muerte del causante.

Para el caso de la adopción, el adoptante está investido para designarle guardador testamentario al adoptado; ello es consecuencia de lo dispuesto por el artículo 97 del Código del Menor (antes art. 27 de la ley 5a de 1975), según el cual, el adoptante y adoptivo adquieren los derechos y las obligaciones comu​nes a los padres y a los hijos legítimos.

Con el ejercicio conjunto de la patria potestad o por uno de los padres la guarda testamentaria ha perdido importancia. En efecto, en caso de falleci​miento de uno de los padres corresponde al otro el ejercicio de la patria potestad, cuya voluntad póstuma no puede ir en detrimento de los derechos que la ley le concede al sobreviviente. Subsiste su importancia para los casos de viudas y padres cuyos hijos son incapaces por razones distintas de la edad.

El artículo 444 del Código Civil, que dice que le corresponde al padre legítimo o madre, nombrar al tutor o curador por testamento, no solo para los hijos que ya han nacido, sino para aquellos que se hallan dentro del vientre de la madre y en caso de que nazcan vivos.

ART. 444 TUTELA TESTAMENTARIA PARA LOS HIJOS. El padre legítimo puede nombrar tutor, por testamento, no sólo a los hijos nacidos, sino al que se halla todavía en el vientre materno, para en caso que nazca vivo.

COMENTARIO. Guarda condicional. El artículo 444 establece una guarda condicional, ya que está sujeta al evento de que el hijo nazca. Esta figura es completamente distinta de la curatela de los derechos del que está por nacer, que es sólo una curatela de bienes, la cual cesa al momento del nacimiento.

La facultad concedida al padre, debe entenderse que también la tiene la madre, en virtud de lo dispuesto por el Decreto 2820 de 1974.

Por mandato de los artículos 446 y 574 del Código Civil, esta curaduría testamentaria se extiende a los derechos eventuales del que está por nacer, mientras permanezcan en el vientre materno: si se produce un nacimiento múltiple, la guarda testamentaria subsiste y el guardador designado por testamento lo será de todos.

ART. 446 CURADOR DEL HIJO PÓSTUMO. Puede asimismo nombrar curador, por testamento, para la defensa de los derechos eventuales del hijo que está por nacer.

ART. 574. CURADURÍA DEL HIJO PÓSTUMO La persona designada por el testamento del padre para la tutela del hijo, se presumirá designada así mismo para la curaduría de los derechos eventuales de este hijo, si mientras él está en el vientre materno fallece el padre.

El padre o la madre perderá el derecho a designar guardador testamentario al hijo cuando alguno de ellos haya sido privado del ejercicio de la patria potestad, o cuando por mala administración se le hubiese removido judicial​mente de la guarda del hijo.

ART. 448 FACULTADES DEL PADRE SOBREVIVIENTE. Modificado. D. 2820/74, art. 49. Cualquiera de los padres podrá ejercer los derechos que se otorgan en los artículos precedentes, siempre que el otro falte.

Hoy día la discusión carece de razón, porque solo en caso de ser privada de la patria potestad por el juez, la mujer pierde este derecho.

La guarda testamentaria puede revestir dos formas: la de la tutela y la de la curaduría. A tutela testamentaria propiamente tal están sujetos los impúberes. Puede designárseles curador testamentario a los menores adultos y a los mayo​res de edad que se hallen en estado de demencia, locura furiosa, imbecilidad o idiotismo, así como a los sordomudos que no pueden darse a entender.

ART. 531 CURADOR DEL PRÓDIGO. A los que por pródigos o disipadores han sido puestos en entredicho de administrar sus bienes, se dará curador legítimo, y a falta de éste, curador dativo.

Esta curaduría podrá ser testamentaria en el caso del artículo 540.

En síntesis, para que pueda darse curador testamentario al pródigo es me​nester:

- Que haya sido puesto en entredicho y la providencia que lo decrete se halle debidamente ejecutoriada.

- Que por decreto de interdicción, la guarda le fue discernida al padre o a la madre y estos la hayan ejercido legalmente.

ART. 447 IMPEDIMENTO AL PADRE PARA OTORGAR TUTELA. Carecerá de los derechos que se le confieren por los artículos precedentes, el padre que ha sido privado de la patria potestad por decreto judicial, según el artículo 315, o que por mala administración haya sido removido judicialmente de la guarda del hijo.

CURADORES SUBSTITUTIVOS O SUCESIVOS

La designación por testamento de varios tutores o curadores que se sustituyan o se sucedan uno a otro. Esta sustitución o sucesión, luego de establecida para un caso particular, se aplicará a los demás en que faltare el tutor o curador, a menos que manifiestamente aparezca que el testador ha querido limitar la sustitución o sucesión al caso o casos designa​dos.

GUARDAS TESTAMENTARIAS CONDICIONADAS

La ley faculta expresamente al testador para que pueda someter la efecti​vidad de la guarda a plazo o condición. Tanto en uno u otro supuesto prevé el plazo o la condición suspensiva o resolutoria.

Sería el caso en que el testador aplaza el ejercicio de la guarda al tutor o curador hasta cuando ocurra un hecho futuro o incierto o transcurra un lapso de tiempo, o cuando la extinción del ejercicio de la guarda se somete a un hecho futuro e incierto o a un término fijo o determinable 

El día es cierto y determinado si necesariamente ha de llegar y se sabe cuándo. Cierto e indeterminado, cuando necesariamente se sabe que va a ocu​rrir pero se ignora cuándo, como la muerte de una persona.

Si el padre o la madre instituye a su hijo heredero como beneficiario de la cuarta de mejoras o de libre disposición, el artículo 450, según el cual: "Los padres legítimos o naturales (hoy extramatrimoniales). y cualquiera otra persona, podrán nombrar tutor o curador, por testamento o por acto entre vivos, con tal donen o dejen al pupilo alguna parte de sus bienes, que no se le deba a título de legítima"; pero el padre o la madre no pueden designar curador o tutor testamentario al hijo para que administre los bienes provenientes de la legítima rigorosa sobre estos quien sobreviva al otro tiene el usufructo y la administración. El tutor o curador así designado tendrá el carácter de adjunto. Por lo demás la legítima rigorosa no puede ser limitada mediante plazo, condición o modo (C. C. art. 1250).

2. GUARDA LEGÍTIMA

La confiere la ley al cónyuge o a los parientes del pupilo cuando falta o expira la testamentaria; esto es, cuando no existe designación hecha por el testador o no ha surtido sus efectos por muerte, incapacidad o excu​sa del guardador nombrado antes de ejercer el cargo. También tiene cabida la guarda legítima, cuando expira la testamentaria por advenimiento de la condi​ción, cumplimiento del plazo, muerte, incapacidad o excusa de quien ejercía el cargo. Dos son entonces sus características: se confiere al cónyuge o parientes del pupilo, y solo es posible proveerla cuando falta o expira la testamentaria.

La guarda legítima puede llegar a ocurrir:

a)
Cuando en vida del padre, o en su defecto de la madre, es emancipado el menor.

b) Cuando se suspende al padre en el ejercicio de la patria potestad, lo cual se entiende sin perjuicio de los derechos que la ley le confiere a la madre legítima. Si es al padre legítimo a quien se le suspende en el ejercicio de la patria potestad, le corresponderá su ejercicio a la
madre, y solo a falta de esta podría intentarse la guarda legítima.

Respecto al hijo extramatrimonial ocurre algo semejante, aunque invirtiendo el orden: la madre goza preferentemente del derecho al ejercicio de la patria potestad cuando no vive con el padre (decreto 2820 de 1974, art. 50) pero a falta de esta o en beneficio de los intereses del menor, el juez puede concederla al padre; solo a la madre, y no hallándose el padre en condi​ción de ejercerla por decisión judicial o por considerarlo el juez más beneficioso para los intereses del hijo, es procedente la provisión del guardador legítimo.

QUIÉNES SON LLAMADOS AL EJERCICIO DE LA GUARDA LEGÍTIMA

Según el artículo 457 del Código Civil, hoy reformado, los llamados a la tutela o curaduría legítima eran, en general: 

1.  El cónyuge, siempre que no esté divorciado ni separado de cuerpos o de bienes; por causa distinta al mutuo consenso.

2.  El padre o la madre, y en su defecto los abuelos.

3.  Los hijos legítimos o extramatrimoniales.

4.  Los hermanos del pupilo y los hermanos de los ascendientes del pupilo.

Cuando existan varias personas en el mismo orden de prelación señalado en este artículo, el juez, oídos los parientes, elegirá entre ellas la que le pareciere más apta y podrá también, si lo estimare conveniente, elegir más de una y dividir entre ellas las funciones.

Si el menor fuere emancipado voluntariamente por sus padres, deberá precederse a designársele un curador legítimo. 

Si el padre pretende emancipar al hijo voluntariamente, la ma​dre entrará a ejercer la patria potestad; pero cuando la emancipación provenga de la voluntad de ambos progenitores, al hijo se le habrá sustraído de la patria potestad de sus padres: cabe aplicar entonces lo previsto en el Código Civil con respecto a la guarda legítima. Algo similar ocurre con la patria potestad del hijo extramatrimonial: la emancipación de este solo puede concederla quien ejerza la patria potestad sin perjuicio de los derechos del otro padre; pero si la emanci​pación proviene de la voluntad de ambos, se le designa al hijo un curador le​gítimo, tal como lo hemos visto.

No es la misma situación la que se deriva de la emancipación judicial. Esta tiene como origen inhabilidades o incompatibilidades de carácter físico o moral por parte de los padres: si ello es así, mal se le puede entregar la guarda a quien precisamente se le ha separado de la patria potestad por no ser apto para cumplir las obligaciones que esta institución le impone: en tal caso, el juez entregará al hijo Bajo curaduría legítima a quien considere el más idóneo de sus familiares.

Cuando el juez deba proveer la guarda legítima del menor soltero, prescin​diendo del padre y de la madre (tal como lo expusimos) por haber fallecido o no ser aptos moral o físicamente para el desempeño del cargo, la escogencia la hará entre los ascendientes de uno y otro sexo o, en su defecto, entre los colaterales, y deberá recaer en la persona más apta y que ofrezca mejores seguridades para los intereses del pupilo; pero podrá también, si lo estimare conveniente, elegir más de un guardador y dividir entre ellos sus funciones.

3. TUTELA O GUARDA DATIVA

Es la que confiere el juez a falta de la guarda testamentaria y de la legítima.

Deriva su nombre de dativa porque el juez la da con entera libertad, pero teniendo Ia defensa de los intereses del menor. La guarda dativa pro​viene, pues, de la falta testamentaria y de la no existencia del cónyuge o de los demás parientes señalados por el artículo 457 para el ejercicio de la guarda legítima; esta falta puede tener su origen cuando tales pa​rientes son incapaces, o se han excusado para el ejercicio de la guarda, o han sido removidos o no existen.

En consecuencia, el juez ante quien se intente la designación de un tutor o curador dativo tendrá que dar curso a la acción, pero cualquier interesado en im​pugnarla deberá demostrar la existencia del guardador testamentario o de pa​rientes que hagan imposible, por lo menos en principio, la guarda dativa.

En todo caso, para que el juez escoja el tutor o curador dativo deberá oír a los parientes del pupilo conforme lo prevé el artículo 61 del Código Civil y, según las circunstancias de la guarda, nombrarse dos o más guardadores al pupilo para dividir entre ellos sus funciones, teniendo en cuenta lo que mejor convenga para la seguridad e intereses del pupilo.

Aunque el guardador dativo es designado por el juez, se impone en todo caso el discernimiento para que pueda entrar en el ejercicio del cargo después de haber sido nombrado y posesionado.

Por lo demás, el artículo 461 preceptúa: Cuando se retarda por cualquiera causa el discernimiento de una tutela o de una curaduría, o durante ella sobre​viene un embarazo que por algún tiempo impida al tutor o curador seguir ejer​ciéndola, se dará, por el magistrado, tutor o curador interino, para mientras dure el retardo o el impedimento.

Pero si hubiere otro tutor o curador que pueda suplir la falta o si se tratare de nombrar un tutor o curador que suceda al que actualmente desempeña la tu​tela o curaduría, y puede este continuar en ella algún tiempo, no tendrá lugar el nombramiento del interino (provisional).

DILIGENCIAS QUE DEBEN PRECEDER AL EJERCICIO DE LAS GUARDAS

No le es dable al guardador entrar en el ejercicio de la tutela o curaduría a que se le llama si no cumple previamente las siguientes diligencias: a) presta​ción de una caución; b) discernimiento del cargo; c) confección del inventario.

a.) PRESTACIÓN DE LA CAUCIÓN

Según el artículo 464 del Código Civil, para discernir la tutela o la cura​duría a un guardador es necesario que preceda el otorgamiento de la fianza o caución. Con ello se persigue ante todo la garantía de los intereses del pupilo, pues de lo contrario pueden estos perjudicarse o perderse.

ART. 464 CAUCIÓN DEL GUARDADOR. Para discernir la tutela o curaduría será necesario que preceda el otorgamiento de la fianza o caución a que el tutor o curador esté obligado.

Ni se le dará la administración de los bienes sin que precede inventario solemne. 

Esta norma adolece de una deficiencia, pues hace sinónimas las palabras fianza y caución, cuando esta última, al tenor de lo dispuesto por el mismo Código en su artículo 65, es lo genérico, y la fianza es lo específico.

ART. 65 CAUCIÓN. Caución significa generalmente cualquiera obligación que se contrae para la seguridad de otra obligación propia o ajena. Son especies de caución la fianza, la hipoteca y la prenda.

ART. 466 CAUCIÓN HIPOTECARIA. En lugar de la fianza prevenida en el artículo anterior, podrá prestarse hipoteca suficiente.

En consecuencia, el tutor o curador que pretenda le sea deferida una guarda para la cual ha sido designado por testamento, por la ley o por el juez, puede garantizar su gestión con una de estas especies de caución: con fianza o con hipoteca; sin embargo, queda la duda con respecto a la prenda, pues a esta no se refiere concretamente disposición legal alguna; 

DETERMINACIÓN DE LA CAUCIÓN

La fianza o caución prestada por el guardador debe calificarla el juez, quien solo discernirá el cargo una vez que ella haya sido aprobada. Pero son varios los aspectos que deberá tener en cuenta el juez. En cuanto a la naturaleza misma de la garantía, no existe dificultad, podrá ser una hipoteca, una prenda o una simple fianza; hoy en día son comunes las pólizas de manejo expedidas por compañías de seguros, que podrían ser suficientes.

QUIÉNES ESTÁN OBLIGADOS A PRESTAR CAUCIÓN

La exigencia de la caución, como requisito para entrar en el ejercicio de la guarda, es norma de carácter general, aunque no de aplicación absoluta. El legislador relaciona los casos de excepción, reduciéndolos al cónyuge, a los as​cendientes y descendientes legítimos, a los guardadores interinos y los guarda​dores especiales.

Con respecto al cónyuge, se ha considerado que tiene un interés personal en la conservación de los bienes de su otro cónyuge incapaz, por lo cual no justifica la caución; los parientes, por su valor de afección con el pupilo, inspi​ran la confianza suficiente en su gestión; los interinos lo hacen con el fin de faci​litar el discernimiento y no entrabar la administración de los bienes del pupilo, siempre y cuando se trate de una interinidad de corta duración. En cuanto a la exención en favor del guardador especial sin administración de bienes, se com​prende: si no administra, no puede ser deudor del incapaz.

No hay lugar a la caución cuando el pupilo tuviere pocos bienes y el tutor o curador fuese persona de conocida rectitud y de reconocidas facultades para responder. La redacción del inciso 2° del artículo 465 no es afortunada, pues ha debido referirse a "bienes de poco valor" y no a "pocos bienes": por con​siguiente, la norma ha de entenderse desde un punto de vista cualitativo y no cuantitativo.

CALIDADES DEL GUARDADOR

El juez deberá tener en cuenta dos circunstancias para la calidad del guardador: la condición moral y la situación económica del guardador; desde luego, todo esto relacionado con el valor de los bienes del pupilo; pero en la prueba de estos requisitos tendrá que guardar una extrema prudencia, pues si son bienes de escaso valor, deben ser cuidados con especial celo y cuidado.

b. ) DISCERNIMIENTO

El juez, valiéndose de un decreto judicial, autoriza al tutor o curador para ejercer su cargo (C. C., art. 463): presupone la desig​nación por testamento, por ley, o simplemente por el juez.

El discernimiento es común a todas las guardas. Mientras que el juez no autorice al tutor o curador, este no se hallará en el ejercicio regular del cargo, y los actos que llegue a ejecutar serán nulos; por tanto, solo adquiere la calidad de representante legal precisamente por el discernimiento y desde la fecha en que, decretado por el juez, quede en firme la respectiva providencia, la cual se abs​tendrá de dictar mientras el guardador no hubiere prestado caución suficiente.

La falta de discernimiento ocasiona que los actos celebrados por el tutor o curador sean nulos; pero obtenido el decreto, quedarán validados los actos an​teriores a este.

El artículo 655 del Código de Procedimiento Civil fija el trámite y los re​quisitos a seguir para el reconocimiento y discernimiento del guardador testa​mentario.

c.) INVENTARIO

Todo guardador está obligado a confeccionar inventario de los bienes del pupilo. El testador no puede eximir al tutor o curador de la obligación de hacer inventario, el cual deberá confeccionarse ante notario.

El inventario consiste en la relación pormenorizada de los bienes del pu​pilo. Incluirá todos los bienes raíces y muebles de la persona cuya hacienda se inventaría, particularizándolos uno a uno, o señalando colectivamente los que consisten en número, peso o medida, con expresión de calidad y cantidad, sin perjuicio de hacer las explicaciones necesarias para poner a cubierto la respon​sabilidad del guardador. Es uno de los actos mas importantes de todo guarda​dor, y base fundamental de su administración. En cuanto al pupilo, es útil por​que manifiesta el estado de su negocio y la importancia de su hacienda.

ART. 476 ERRORES EN EL INVENTARIO. Si el tutor o curador alegare que por error se han relacionado en el inventario cosas que no existían, o se ha exagerado el número, peso o medida de las existentes, o se le ha atribuido una materia o calidad de que carecían, no le valdrá esta excepción; salvo que pruebe no haberse podido evitar el error con el debido cuidado de su parte, o sin conocimientos o experimentos científicos.

ART. 477 INEXISTENCIA DE COSAS INVENTARIADAS. El tutor o curador que alegare haber puesto, a sabiendas, en el inventario cosas que no le fueron entregadas realmente, no será oído, aunque ofrezca probar que tuvo en ello algún fin provechoso al pupilo.

INVENTARIO ESPECIAL POR CAMBIO DE GUARDADOR

Cuando un tutor o curador sucede en el ejercicio del cargo a otro anterior, está obligado a recibir los bienes con fundamento en el inventario confeccio​nado por el guardador anterior, anotando en él con cuidado y detenimiento los cambios que se hayan experimentado en los bienes. En esto deberá obrar con especial diligencia el nuevo guardador, ya que si no hiciere estas anotaciones, se hará responsable de ello. Las diferencias se referirán ante todo a la disposición de bienes, es decir, a los relacionados en el inventario inicial y que luego, duran​te la gestión del guardador anterior, se enajenaron o desaparecieron; v. gr., cambio en el número de unidades, aumento o disminución de semovientes en los rebaños del pupilo, o aumento en medida o calidad de los productos, como sería el caso del trigo, o productos que disminuyen su calidad en razón del transcurso de tiempo.

ART. 478 INTERPRETACIÓN DEL INVENTARIO. Los pasajes oscuros o dudosos del inventario se interpretarán a favor del pupilo, a menos de prueba contraria.

PLAZO PARA CONFECCIONAR EL INVENTARIO

El guardador dispone de los 90 días subsiguientes al discernimiento para proceder a la confección de inventario. No podrá, iniciar su gestión administrativa sino hasta cuando se haya terminado el inventario; y solamente podrá ejecutar los actos a los intereses del pupilo, antes de su elaboración.

Pero el plazo de los 90 días puede modificarlo el juez, reduciéndolo si se trata de bienes de fácil relación y cuya administración es sencillo abocar, o ampliándolo, cuando se trate de una administración dispendiosa sobre bienes cuantiosos y numerosos; en últimas, será el criterio del juez lo que prepondera en este caso, el cual no podrá ser sino consecuencia de un análisis mesurado de las circunstancias que rodean la situación.

INVENTARIO ADICIONAL

Si después de confeccionado el inventario se encuentran bienes de los que no se tuvo noticia al hacerlo, o aparecen nuevos bienes a la hacienda inventa​riada, se hará un nuevo inventario solemne de ellos y se agregará al anterior. El inventario adicional no debe comprender, en ningún caso, los frutos o pro​ductos de los bienes del pupilo; esto último es conveniente incluirlo en la cuenta de la administración que debe llevar el guardador.

ART. 471 FORMALIDADES DEL INVENTARIO. El inventario deberá ser hecho ante notario y testigos, en la forma que en el código de enjuiciamiento se prescribe.

ART. 495. DESTINACIÓN DE DINEROS DEL PUPILO. El tutor o curador deberá prestar el dinero ocioso del pupilo con las mejores seguridades, al interés corriente que se obtenga con ellas en la plaza.

Podrá, si lo estimare preferible, emplearlo en la adquisición de bienes raíces.

Por la omisión en esta materia será responsable del lucro cesante, en cuanto aparezca que el dinero ocioso del pupilo pudo emplearse con utilidad manifiesta y sin peligro.

Pero el guardador goza de cierta discrecionalidad para invertir tales capitales de acuerdo con su criterio y conocimientos; será responsable de su gestión cuando ejecute negocios aventurados o de especulación, porque estos están sometidos a contingencias que hacen peligrar la estabilidad económica del pupilo.

Actos que el guardador no puede ejecutar sino con autorización ju​dicial 

a) Enajenación de bienes raíces. Por disposición del artículo 483 del Código Civil, no le es lícito al tutor o curador enajenar los bienes raíces del pu​pilo sin previo decreto judicial; la venta debe hacerse en pública subasta, de conformidad con lo establecido por el artículo 484 del mismo Código.

ART. 483 PROHIBICIONES DEL GUARDADOR. No será lícito al tutor o curador, sin previo decreto judicial, enajenar los bienes raíces del pupilo, ni gravarlos con hipoteca o servidumbre, ni enajenar o empeñar los muebles preciosos o que tengan valor de afección; ni podrá el juez o prefecto autorizar esos actos sino por causa de utilidad o necesidad manifiesta.

ART. 484 VENTA DE BIENES DEL PUPILO. La venta de cualquiera parte de los bienes del pupilo, enumerados en los artículos anteriores, se hará en pública subasta.

No obstante la disposición del artículo 483, si hubiere precedido decreto de ejecución y embargo sobre bienes raíces del pupilo, no será necesario nuevo decreto para su enajenación.

Tampoco será necesario decreto judicial para la constitución de una hipoteca o servidumbre, sobre bienes raíces que se han transferido al pupilo con la carga de constituir dicha hipoteca o servidumbre.

Esta disposición del artículo 483 se extendió luego, por mandato expreso del legislador, a los derechos he​reditarios del menor bajo guarda. Ello quiere decir que la venta de bienes herenciales pertenecientes al menor bajo tutela o curaduría tiene que someterse al decreto judicial y pública subasta.

b) Partición de bienes raíces hereditarios. Ningún coasignatario está obligado a permanecer en indivisión. Este principio, que también se extiende a los incapaces, con ciertas limitaciones establecidas en su beneficio; ello expli​ca el por qué del artículo 485 del Código Civil, según el cual sin previo decreto judicial no podrá el tutor o curador proceder a la partición de bienes raíces o he​reditarios que el pupilo posea con otros proindiviso.

ART. 485 PARTICIÓN DE BIENES DEL PUPILO. Sin previo decreto judicial no podrá el tutor o curador proceder a la división de bienes raíces o hereditarios que el pupilo posea con otros pro indiviso.

Si el juez o prefecto, a petición de un comunero o coheredero, hubiere decretado la división, no será necesario nuevo decreto.

c) Enajenación de derechos hereditarios. No es lícito al guardador enajenar los derechos hereditarios del menor bajo guarda sin previo decreto judicial, con conocimiento de causa y pública subasta; en consecuencia, no podrá el guardador enajenar derechos vinculados a un bien mueble, pues la ley se lo prohíbe.

Los demás incapaces, con excepción del disipador, son anormales y merecen una mayor protección de sus guardadores, dada la naturaleza de su incapacidad.

El pródigo, aunque no es anormal ante la ley, recibe un tratamiento seme​jante al del menor.

d) Empeño de bienes muebles preciosos o que tengan valor de afección. La palabra empeño es sinónima de prender, según el artículo 2409 del Código Civil; consiste en la entrega de una cosa mueble, en nuestro caso, del pupilo, al acreedor para seguridad de su crédito; como la prenda puede conducir a una enajenación forzada, ello explica el porqué de la prohibición.

El bien mueble in​corporado precioso consiste en el derecho que tiene incapaz sobre el mueble que por su naturaleza intrínseca, materia artífice, dada su calidad excepcional, adquiere una particular relevancia por su belleza, distinguiéndolo de otros de su género; y una acción del banco nunca llega a ser, por este concepto, mueble precioso.

e) Gravamen de bienes inmuebles. El guardador, de por sí, no puede pro​ceder a gravar con hipoteca los bienes del pupilo (art. 483). No se trata de una prohibición absoluta, ya que la ley lo autoriza para pignorar bienes inmuebles del pupilo, pero siempre y cuando se obtenga la licencia judicial, con conocimiento de causa.

ART. 521 FRUTOS DE BIENES DEL PUPILO. Si los frutos de los bienes del pupilo no alcanzaren para su moderada sustentación y la necesaria educación, podrá el tutor enajenar o gravar alguna parte de los bienes, no contrayendo empréstitos ni tocando los bienes raíces o los capitales productivos, sino por extrema necesidad y con la autorización debida.

f)
Constitución de servidumbres. La servidumbre se asemeja a la hipoteca,
en cuanto implica un gravamen real, pero difiere de esta en que no es una garantía sino un gravamen impuesto a un predio en utilidad de otro predio de distinto dueño.

g)
Repudiación de donaciones.  Por disposición del artículo 487 del Có​digo Civil, el guardador no puede repudiar una donación sin previo decreto judicial; si por la donación se impusieren obligaciones o gravámenes al pupilo, no podrán aceptarse sin tasación de las cosas donadas o legadas: se impone por tanto distinguir en la disposición dos situaciones: aquella en que la donación se hace pura y simple al pupilo, caso en el cual el tutor o el curador, o la puede aceptar libremente si la considera beneficiosa para los intereses del pupilo, o la repudia, caso para el cual se requiere decreto judicial, que aunque la norma no lo consigna, tendrá que dictarse con conocimiento de causa.

ART. 487 REPUDIO DE DONACIÓN Y LEGADO. Las donaciones o legados no podrán tampoco repudiarse sin decreto judicial; y si impusieren obligaciones o gravámenes al pupilo, no podrán aceptarse sin previa tasación de las cosas donadas o legadas.

ART. 491. PROHIBICIÓN DE DONAR BIENES RAÍCES Es prohibida la donación de bienes raíces del pupilo, aun con previo decreto judicial.

Sólo con previo decreto judicial podrán hacerse donaciones en dinero u otros bienes muebles del pupilo; y no las autorizará el juez, sino por causa grave, como la de socorrer a un consanguíneo necesitado, contribuir a un objeto de beneficiencia pública u otro semejante; y con tal que sean proporcionadas a las facultades del pupilo, y que por ellas no sufran un menoscabo notable los capitales productivos.

Los gastos de poco valor para objetos de caridad, o de lícita recreación, no están sujetos a la precedente prohibición.

h) Opción frente a la herencia. Una de dos opciones puede asumir todo asignatario frente a la herencia: aceptarla o repudiarla. En las otras dos eventua​lidades podrá el guardador aceptar la donación pura y simplemente. En cuanto la aceptación, el guardador no puede proceder a ello sino con beneficio de in​ventario; y no puede repudiar herencia alguna deferida al pupilo, sin decreto judicial con conocimiento de causa; así lo establece el artículo 486 del Código Civil; todo lo anterior se complementa con el 1282, que prohíbe a los asigna​tarios que no tuvieran la libre administración de sus bienes, aceptar personal​mente sino por medio o con el consentimiento de sus representantes legales.

ART. 486 REPUDIO DE HERENCIA POR GUARDADOR. El tutor o curador no podrá repudiar ninguna herencia deferida al pupilo, sin decreto judicial, con conocimiento de causa, ni aceptarla sin beneficio de inventario.

i) Transacciones y compromisos. La transacción, según el artículo 2469 del Código Civil, es un contrato por el cual las partes terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual; y agrega ¡a misma muñía que no es transacción el acto que solo consiste en la renuncia de un derecho que no se disputa. También puede ser objeto de transacción, según la Corte, un litigio terminado por sentencia judicial, cuando esta no es conocida por los litigantes.

Pero la donación deberá ser proporcionada en su cuantía a la capacidad económica del pupilo, y no debe ir en menoscabo notable de sus capitales productivos.

k) Arrendamiento por largo tiempo. La disposición del artículo 496 del Código Civil prohíbe al tutor o curador dar en arriendo los predios rústicos del pupilo por más de ocho años, ni los urbanos por más de cinco.

ART. 496 ARRENDAMIENTOS DE PREDIOS DEL PUPILO. No podrá el tutor o curador dar en arriendo ninguna parte de los predios rústicos del pupilo por más de ocho años, ni de los urbanos por más de cinco, ni por más número de años que los que falten al pupilo para llegar a los dieciocho.

Si lo hiciere, no será obligatorio el arrendamiento para el pupilo, o para el que le suceda en el dominio del predio, por el tiempo que excediere de los límites aquí señalados.

Lo anterior no tiene aplicación cuando el pupilo le falte un número de años inferior al término del contrato de arrendamiento para cumplir los 18 años. Este artículo no se justifica hoy día, puesto que la experiencia y la costumbre, han demostrado que el término de duración de un contrato de arrendamiento urbano no debe exceder los dos años: ni el rural, los cinco años; solo en caso de excep​ción, cuando los intereses del pupilo se vieren suficientemente garantizados y favorecidos, podrá el guardador darlos por largo tiempo en arriendo, de lo cual responderá, como de sus demás actos, de la culpa leve.

Actos en que tenga interés el tutor o curador. El artículo 501 prohíbe al tutor o curador celebrar, sin previa autorización judicial, actos o contratos en que directa o indirectamente tenga interés.

ART. 501 PROHIBICIÓN AL GUARDADOR Y SUS PARIENTES. Por regla general, ningún acto o contrato en que directa o indirectamente tenga interés el tutor o curador, o su cónyuge, o cualquiera de sus ascendientes o descendientes legítimos, o de sus padres o hijos naturales, o de sus hermanos legítimos o naturales, o de sus consanguíneos, o afines legítimos hasta el cuarto grado inclusive, o de su padre y madre adoptantes o hijo adoptivo, o de alguno de sus socios de comercio, podrá ejecutarse o celebrarse sino con autorización de los otros tutores o curadores generales que no estén implicados de la misma manera, por el juez o prefecto en subsidio.

Pero ni aun de este modo podrá el tutor o curador comprar bienes raíces del pupilo o tomarlos en arriendo; y se extiende esta prohibición a su cónyuge y a sus ascendientes o descendientes legítimos o naturales, padres adoptantes o hijo adoptivo.

La prohibición se extiende, por la misma disposición, a la cónyuge del guardador o sus ascendientes, o descendientes legítimos, a sus padres o hijos extramatrimoniales, a sus hermanos legítimos o extramatrimoniales, a sus consanguíneos afines legítimos hasta el cuarto grado inclusive, a sus adoptantes o adoptivos, o alguno de los socios de comercio.

También se extiende a los actos y contratos en que directa o indirectamente tengan interés las personas mencionadas; el interés será directo cuando una de tales personas sea parte en el acto o contrato, e indirectamente cuando el acto se realice por intermedio de otro o le sea beneficioso a sus propios intereses.

ART. 492 RESTRICCIONES A LA REMISIÓN. La remisión gratuita de un derecho se sujeta a las reglas de la donación. 

5. Personas Jurídicas

Es aquella persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y de ser representada judicial y extrajudicialmente. 

Las personas jurídicas son de dos especies: corporaciones y fundaciones de beneficencia pública. 

Hay personas jurídicas que participan de uno y otro carácter. (Artículo 633CC)

CLASIFICACIÓN DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

Las personas jurídicas se clasifican en personas de derecho público, personas de derechos privados y mixtos.

I.
Persona jurídica de derecho público. Aquellas que emana directamente del Estado y tiene por fin la prestación de los servicios públicos y la realización, en el más actual derecho, de ciertas actividades de carácter comercial.

La nación es la más importante persona de derecho público y representa la personificación del ordenamiento jurídico aplicable a todos los colombianos.

Los departamentos son también personas jurídicas, pues emanan del Estado. Estas personas tienen un radio de acción más reducido que el de la nación, pues, al paso que esta se extiende a los habitantes de todo el territorio nacional, las otras solo abarcan circunscripciones territoriales de aquellas en que se divide el territorio de la nación.

Los establecimientos públicos son servicios públicos personificados que ca​recen de asiento territorial como sucede con la Universidad Nacional.

Al lado de las anteriores personas jurídicas han aparecido en el derecho na​cional las empresas comerciales e industriales del Estado, cuyo fin no es la pres​tación de un servicio público, sino el desarrollo de actividades mercantiles que an​tiguamente correspondían a la iniciativa particular (ley 489 de 1998, art. 38).

II.
Persona jurídica de derecho privado es la que nace de la iniciativa privada y que se establece con fondos privados.

Algunas de estas personas prestan verdaderos servicios públicos, como sucede con las instituciones de utilidad común (fundaciones). Existen hospitales estableci​dos por la nación, un departamento o un municipio y costeados con fondos públicos, y hospitales fundados por un particular y sostenidos con patrimonio privado. Los primeros son personas jurídicas públicas (empresas sociales del Estado) y los segundos son personas jurídicas privadas (fundaciones o instituciones de utilidad común).

III. Personas jurídicas mixtas. Son las que se forman con aportes de capital tal (nación, departamentos, municipios, etc.) y aportes de capital privado, por parte, y, por la otra, son administradas por órganos del Estado y órganos particulares. La principal variedad de esta novísima clase de personas son las denominadas sociedades de economía mixta (decr. 1050 de 1968, art. 8°, y C. de Co., art. 461).

Caracterización de personas jurídicas.

Cada grupo de personas jurídicas tiene notas específicas que permiten identificarlas en cada caso particular.

1ª) La persona jurídica de derecho público: 

a) Es creada mediante acto estatal (Constitución Política, leyes, decretos, ordenanzas, acuerdos, etc.); 

b) es costeada fondos oficiales; 

c) es administrada y gobernada mediante órganos públicos o estatales.

2ª) La persona jurídica de derecho privado: 

a) Es establecida mediante la inicia​do los particulares (negocio jurídico); 

b) Es costeada con fondos de los particulares; 

c) Es administrada por órganos particulares diferentes de los públicos u oficiales.

3°) La persona jurídica de derecho mixto:

a. Pueden ser establecidas por iniciativa estatal o privada; 

b. Existen aportes estatales y privados; 

c. Administradas por órganos públicos y privados.

Clasificación de las personas jurídicas de derecho privado

El Código Civil las clasifica en dos grupos: corporaciones, asociaciones y las fundaciones de beneficencia pública (art. 633, párr. 2°). 

I. Corporación o Asociación: Consiste en una agrupación de personas que la establecen para la realización de un objeto común, y cuya voluntad es decisiva para su ulterior existencia y actividad.

Así, en una sociedad (civil o comercial), en una cooperativa, en un sindicato (tipos principales de corporaciones), el establecimiento de tales personas jurídicas depende exclusivamente de los socios o miembros; se funda para satisfacer o defender intereses de dichos socios o miembros, y de la voluntad de ellos depende la  modificación del objeto social, su funcionamiento y disolución.

Clasificación de las corporaciones.

Es necesario distinguir las corpora​ciones o asociaciones que persiguen esencialmente fines lucrativos, es decir, ganan​cias apreciables en dinero para repartirse entre los asociados, de las que no persiguen directamente lucro, sino otros fines distintos, como el perfeccionamiento intelectual o moral de los miembros, la defensa de sus derechos, la asociación profesional, etc.

1) SOCIEDAD: Toda corporación que persigue esencialmente ganancias apreciables en dinero o ventajas patrimoniales para repartir entre los miembros que la forman. 

Los miembros que la forman (socios) ponen en común un capital u otros efectos (industria, servicios o trabajo apreciable en dinero), para la explotación de un objeto social y repartirse entre sí las ganancias o pérdidas que resulten de la especulación.

La ley 222 de 1995 unificó el régimen jurídico de las sociedades civiles y mercantiles.

Esa ley, artículos 71 a 81, establece el régimen jurídico de las empresas unipersonales; son personas jurídicas de derecho privado de formación unilateral, que como objeto la realización de actividades lícitas de carácter comercial; en lo no previsto expresamente en esos artículos, se regulan por las normas de las sociedades mercantiles y en especial por las de las sociedades de responsabilidad limitada (ley 222 de 1995, art. 80). Por esta razón y en especial, por cuanto no hay diferencias esenciales, puede afirmarse que las empresas unipersonales son también sociedades comerciales. El origen plurilateral de estas y el unilateral de las empresas unipersonales, no es causa suficiente para la existencia de regímenes jurídicos distritos ni para considerar que se ha creado una nueva clase de personas jurídicas.

2) ASOCIACIONES: No buscan lucro apreciable en dinero para repartirse entre los asociados. Un sindicato, un club, ciertas cooperativas, determinadas academias, los colegios de abogados, médicos y, en general, toda agrupación gremial cuyo fin sea solo la defensa de los derechos del respectivo gremio, o el perfeccionamiento moral o intelectual de los respectivos miembros, o actos de simple sociabilidad, etc.

La Sociedad es la que reúne estas dos condiciones conjuntas: a) persecución de lucros o provechos para la persona jurídica; b) reparto de esos lucros entre los asociados.

II. Fundación o Institución de utilidad común: Aquí se trata de la destinación de un capital hecha por el fundador a un fin de interés general. La fundación existe independientemente de todo grupo de personas físicas, en el sentido de que las personas encargadas de dirigir una fundación no son las que la crearon, ni los beneficios que se obtengan van a ser repartidos entre ellas. Los beneficios que produzcan la fundación o institución de utilidad común, pertenecen a personas indeterminadas los beneficiarios, que en todo caso son distintas de los administradores.

NACIMIENTO Y ORGANIZACIÓN DE LA PERSONA JURÍDICA

Una persona jurídica, en que es necesario tener en cuenta tres condiciones esenciales: a) el negocio jurídico (acto colectivo o acuerdo) de constitución de la personalidad; b) la autorización del Estado para ciertos grupos de personas; y c) la organización en sí.

Negocio jurídico de constitución

Todas las personas jurídicas de derecho privado requieren como un conjunto de declaraciones de voluntad, ya de los propios asociados, como sucede en las corporaciones, ya del fundador simplemente, como ocurre en las fundaciones, y en el caso de las empresas unipersonales.

I. Corporaciones: Declaraciones de voluntad de los asociados se dirigen a crear una persona jurídica distinta de los miembros que la componen.

Las declaraciones de voluntad son paralelas, es decir, que todas deben dirigirse a unos mismos efectos y fines; todas deben concordar acerca del objeto de la corporación, acerca de sus estatutos, forma de administración, tiempo de duración, nombre y asiento de la corporación.

II. Fundaciones: Solo se requiere la declaración de voluntad del fundador o fundadores acerca de la formación, el funcionamiento, los estatutos y demás circunstancias necesarias para la vida de la fundación.

La naturaleza del conjunto de decla​raciones de voluntad para crear la corporación o la fundación.

La declaración o declaraciones de voluntad las consideran algunos como un contrato; el Código Civil, en su artículo 2079, denominaba contrato a la constitución de una de las más impor​tantes categorías de personas jurídicas: las sociedades.

La constitución de la persona jurídica representa una clase especial de los negocios unilaterales (declaración de voluntad en las fundacio​nes) o plurilaterales (declaraciones de voluntad en las corporaciones).

La empresa unipersonal es de origen unilateral; se forma por la destinación que haga una persona natural o jurídica, que cumpla las condiciones necesarias para ejercer el comercio, de parte de sus activos, con el fin de realizar una o varias acti​vidades mercantiles (ley 222 de 1995, art. 71).

Negocios jurídicos: —acuerdos o negocios colecti​vos— están sometidos a las reglas generales que dominan los negocios jurídicos: los constituyentes deben ser capaces de obrar, emitir declaraciones sanas de voluntad y recaer sobre un objeto lícito. Empero, en cuanto a la capacidad y los vicios de la vo​luntad, rigen importantes excepciones. Así, en las sociedades comerciales, espe​cialmente las anónimas, no se tiene en cuenta el error, ni el dolo, ni la ausencia de capacidad 

Constitución es solemne: Una persona jurídica está destinada a producir importantes efectos de derecho en relación con la colectividad, pues se tratará siempre de la declaración de un nuevo sujeto de derechos; por ese motivo, el negocio colectivo de constitución tiende a ser solemne.

1. Asociaciones y las fundaciones, son siempre solemnes, en el sentido de que el negocio jurídico constitutivo ha de ser consignado en un escrito, que puede ser una escritura pública o un documento privado reconocido ante notario (decr. 2150 de 1995, art. 40, inc. 2°) y en general todas las entidades pri​vadas sin ánimo de lucro.

2. Sociedades civiles y mercantiles, el régimen es solemne; su constitución requiere escritura pública (C. de Co., art. 110). Para que el negocio sea oponible a terceros y para la prueba de la existencia y representación, se requiere la inscripción en el registro mercantil de la cámara de comercio con jurisdicción en el lugar donde la sociedad establezca su domicilio principal (C. de Co., arts. 11 y 117).

3. Las empresas unipersonales requieren de documento escrito, que debe contener los requisitos establecidos en el artículo 72 de la ley 222 de 1995.

4. Los sindicatos solo requieren de la inscripción del acta de constitución (Const. Pol., art. 39).

Existen ciertas personas jurídicas reguladas por el sistema de la libre adquisición de la personalidad, mediante simple negocio jurídico colectivas y otras que solo adquieren la personalidad por medio del reconocimiento y aprobación del gobierno.

I. Sociedades civiles y comerciales: Adquieren la personalidad mediante la simple celebración del negocio colectivo, sin necesidad de reconocimiento especial por parte del Estado. Tales personas jurídicas se gobiernan exclusivamente por normas del derecho privado. Se exceptúan las que tengan por objeto las actividades financiera, bursátil, aseguradora y cualquiera otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión los recursos captados del público, que conforme lo ordena el artículo 335 de la Constitución Política, solo pueden ser ejercidas previa autorización del Estado.

II. Asociaciones: No persiguen fines de lucro para repartir utilidades y las fundaciones, por regla general no requieren del reconocimiento y aprobación del gobierno. Para la obtención de su personalidad, dichas entidades se constituirán por escritura pública o documento privado, establece el decreto 2150 de 1995 en el inciso 2° del artículo 40. Formarán una persona distinta de sus miembros o fundadores individualmente considerados, a partir de su registro ante la cámara de comercio con jurisdicción en el domicilio de la persona jurídica que se constituye.

De conformidad con las reglas generales sobre las finalidades del registro de los negocios jurídicos que no sean de tradición (C. de Co., arts. 112 y 901), debe entenderse que el registro en la cámara de comercio no es indispensable para que la persona jurídica exista, sino para efectos de publicidad y en consecuencia, si tal acto no se efectúa, será inoponible a terceros y al mismo Estado, pero la asociación o fun​dación nace al mundo jurídico con el documento constitutivo (C. de Co., arts. 112 y 901).

Las empresas unipersonales, que según lo dispuesto en la ley 222 de 1995, artículo 72, se "crearán mediante documento escrito", adquieren la personalidad con el simple negocio unilateral que las crea; no requieren de reconocimiento o de au​torización por el Estado.

1. La organización del substrato de la persona jurídica: Toda persona jurídica debe estar estructurada con un mínimo de elementos o condiciones que permitan su reconocimiento como sujeto de derechos y, ante todo, que hagan viable la realización del objeto y los fines sociales, mediante la adqui​sición y el ejercicio de los derechos necesarios para tales fines.

En las corporaciones se requiere como substrato material un grupo de personas físicas; en las fundaciones, un capital afectado al cumplimiento de ciertos fines de interés general (o utilidad común).

2. Naturaleza jurídica de los estatutos. Conforme al artículo 641 del Código, los estatutos de una corporación tienen fuerza obligatoria sobre ella, y sus miembros están obligados a obedecerlos bajo las penas que los mismos estatutos impongan.

Los estatutos son obligatorios no solo para los miembros constituyentes, sino también para todos los que con posterioridad ingresen en la asociación. Y aunque Código hable simplemente de "corporación", es entendido que toda persona jurídica de derecho privado se organiza mediante estatutos y que los miembros están sometidos a ellos. En cuanto a las fundaciones, los miembros están reemplazados por el personal de empleados y deben cumplir los estatutos.

3. Individualización de las personas jurídicas: Las personas del derecho privado deben ser individualizadas en relación con las demás personas. Esta individualización es previa a toda organización, y debe comprobarse en los estatutos.

a. Toda persona jurídica de derecho privado he de tener una denominación (nombre), la cual se llama comúnmente firma o razón social cuando se trata de las corporaciones que persiguen fines de lucro (sociedades).

b. Deben tener una sede (domicilio), que debe indicarse en los estatutos; pero si no se hubiere indicado, se considerará como domicilio de la persona jurídica el lugar en donde se realiza la actividad principal del objeto social.

c. Objeto Social, es decir, la actividad principal a que se dedica la persona jurídica, es una circunstancia que contribuye notablemente a indicar su na​turaleza propia y, por lo tanto, a calificarla en relación con las demás personas.

CAPACIDAD DE GOCE Y DE OBRAR DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

Desde el momento en que surge a la vida del derecho una persona jurídica de derecho privado, tiene capacidad de goce, puede ser titular de derechos. 

Las jurídicas, carecen de la mayor parte de los derechos de la personalidad, hasta el extremo de que el único que cabe reconocerles es el derecho a la firma social (o nombre) y el relativo al honor. Carecen totalmente de los dere​chos familiares, pues estos solo son posibles en la personalidad atribuida a los seres humanos.

Por lo tanto, el campo de acción de las personas jurídicas se extiende en forma preponderante en relación con los derechos patrimoniales. Conforme al artículo 27 de la ley 57 de 1887, las personas jurídicas pueden adquirir bienes de todas clases, por cualquier título con el carácter de enajenables. También son titulares de de​rechos fundamentales  

1. Pueden ser titulares de toda clase de derechos reales (propiedad, usufructo, servidumbres, prenda e hipoteca), en la misma forma que las personas físicas, excepción hecha del usufructo, el cual se limita a un plazo de veinte años (C. C., art. 829, párr. 3°).

2. La capacidad de goce se manifiesta especialmente en relación con los cré​ditos (derechos personales u obligaciones). Todos los créditos en favor de la persona jurídica, reciben la denominación de "acreencias sociales", y los que debe, la de "deudas sociales".

3. Los derechos inmateriales (derechos de autor, propiedad industrial) adquieren especial significación con respecto a las personas jurídicas, pues, desde la misma firma social, las marcas que se exploten, los inventos, etc., se dan con más frecuencia en las personas jurídicas que en las físicas.

4. Tienen capacidad de goce para ser titulares de derechos hereditarios. En las sucesiones intestadas, la ley llamaba a heredara los municipios (ley 153 de 1887, art. 85) y actualmente al Ins​tituto de Bienestar Familiar (ley 75 de 1968, art. 66).

Las demás personas jurídicas de derecho público y las de derecho privado, solo pueden recibir derechos herenciales por testamento, pues la ley, en ningún caso, les da vocación hereditaria.

CAPACIDAD DE OBRAR (NEGOCIAL O DE EJERCICIO)

La capacidad de obrar de una persona jurídica se exterioriza por conducto de sus órganos. En el organismo social de la persona jurídica se necesita una constitución especial de los órganos. 

I.
Los órganos son una o varias personas física autorizadas por los estatutos o por la ley, para expresar una voluntad: la propia voluntad de la persona jurídica.

1) Corporaciones o asociaciones, la "asamblea general" de miembros es el órgano principal que tiene capacidad para expresar la voluntad de tales personas.

El artículo 638 del Código Civil da facultad para emitir declaraciones de voluntad de la persona jurídica a la mayoría de miembros, que se denomina "sala o reunión legal de la corporación entera". Ahora bien, puede ser voluntad de la cor​poración la "voluntad de la mayoría de la sala" (art. 638, párr. 2°). 

2) Las fundaciones deben tener una dirección, la cual es facultada para emitir declaraciones de voluntad: esta dirección suele ser ejercida por una junta directiva, o sea, una pluralidad de personas físicas.

3) También las corporaciones, además de la asamblea de miembros, suelen tener como órgano una junta directiva que emite declaraciones de voluntad para ciertas actividades (las previstas en los estatutos).

4) Toda persona jurídica debe tener una dirección u órgano ejecutivo que se encargue de realizar las decisiones de los órganos principales; esa di​rección puede tener, además, facultades de representación y suele ejercerse por un gerente (presidente, secretario, director, etc.).

II.
El órgano es la persona o conjunto de personas encargadas del cumplimiento de una función colectiva de la persona jurídica y cuyas declaraciones de voluntad, en tal virtud, son imputadas directamente a la misma persona jurídica.

Dos condiciones esenciales dan a una o varias personas la calidad de órgano: a) ejercer una función colectiva, es decir, una actividad propia del giro ordinario de los negocios a que se dedica la persona jurídica; b) que dichas personas hayan sido designadas como órganos para la realización de tal función por el ordena​miento jurídico de los estatutos, pues solo esto hace que sus declaraciones de volun​tad, se miren como declaraciones de voluntad de la persona jurídica de que se trate.

1) Los órganos de la persona jurídica están destinados a realizar toda la vida jurídica de la respectiva asociación o fundación. La propia organización como las modificaciones que sufra, las relaciones entre la persona jurídica y sus miembros, el aporte de capitales, etc., solo se puede explicar mediante la actividad de órganos, no de representantes.

2) La representación, solo puede realizarse en las relaciones jurí​dicas con otros sujetos de derecho, las jurídicas pueden ser representadas judicial y extrajudicialmente. Pero también la perso​na jurídica puede celebrar negocios con terceros, sin necesidad de la representación, como cuando la asamblea general de miembros contrata la adquisición o extinción de un derecho con un tercero; aquí la relación con un tercero ha sido realizada direc​tamente por un órgano de la persona, sin el auxilio de la representación.

Límites de la capacidad de obrar. Las personas jurídicas puedan adquirir toda clase de derechos patrimo​niales, no se puede concluir que puedan hacer de esos derechos los mismos usos que las personas físicas.

EXTINCIÓN Y LIQUIDACIÓN DE LAS PERSONAS JURÍDICAS

Causales generales de la extinción de la personalidad

1) El acuerdo colectivo de disolución. Lo mismo que para la constitución de una corporación, para su extinción se exige normalmente un acuerdo colectivo pro​veniente de la asamblea general de asociados.

Es necesario un acuerdo de la mayoría relativa, conforme al artículo 638 del Código Civil, salvo que los estatutos hayan dispuesto otra cosa.

Las sociedades comerciales pueden disolverse por simple mayoría relativa de la asamblea general de accionistas, salvo que en los estatutos se haya determinado otra cosa (por ejemplo, la mayoría absoluta, o la de tres cuartas partes, etc.) (C. de Co., art. 218, num. 6).

2) El vencimiento del término señalado en los estatutos, si antes no hubiere sido legalmente prorrogado mediante nuevo acuerdo colectivo (C. de Co., art. 218, n. 1).

3) La realización del objeto social o la imposibilidad de realizarlo o continuar realizándolo (C. de Co., art. 218, num. 2).

4) Muerte, renuncia o retiro de uno o varios miembros. En las corporaciones de fines ideales, la muerte de la mayoría de los miembros engendra la disolución, si se hace imposible la continuación del objeto social (C. C., art. 648). Esta disposición debe aplicarse por analogía (ley 153 de 1887, art. 8°) a los casos de renuncia o retiro de miembros.

En las sociedades colectivas—civiles y comerciales—,1a muerte de cualquiera de los socios acarrea su disolución, excepto que se haya estipulado que continúen con los socios restantes o con los herederos del socio muerto (C. de Co., art. 319). A la muerte de un socio se asimilan los casos de la incapacidad sobreviniente del socio, la insolvencia, la renuncia o retiro (C. de Co., art. 319).

La muerte de un socio en las sociedades anónimas carece de toda influencia en la vida de la sociedad.

5) El Código de Comercio, la reducción o aumento del núme​ro de asociados, en los casos que contempla la ley, las que se acuerden en el negocio de constitución, la decisión de autoridad competente y las demás establecidas en las leyes (art. 218, nums. 3, 5, 7 y 8).

6) La empresa unipersonal se termina en los casos previstos en la ley 222 de 1995, artículo 79, que son en esencia las anteriores, más la de tener pérdidas que re​duzcan el patrimonio en más del cincuenta por ciento. Si llegare a pertenecer a dos o más personas, debe convertirse en sociedad comercial o quedará disuelta de pleno derecho.

II. Causales de extinción de las fundaciones. Según el artículo 652 del Có​digo Civil, la fundación o institución de utilidad común se extingue "por la des​trucción de los bienes destinados a su manutención".

Liquidación del patrimonio social

La universal supone la transmisión de un patrimonio, es decir, de un conjunto de derechos patrimoniales mirados como una totalidad jurídica. Desde este punto de vista, es evidente que la transmisión de los derechos patrimoniales de la persona jurídica disuelta es trans​misión o sucesión universal, por cuanto se trata siempre de la transmisión de todos los derechos, y no de uno u otro derecho. Pero ello no indica que algunos derechos no puedan transmitirse en forma singular.

La disolución de la persona jurídica no se abre inmediatamente su su​cesión, ni existe, por lo tanto, una transmisión de los derechos a los sucesores. La persona jurídica disuelta sigue siendo titular del patrimonio social hasta que por liquidación se adjudique a los sucesores.

Determinación del sucesor o sucesores. Lo mismo que en la sucesión por causa de muerte de las personas físicas, en la sucesión de las personas jurídicas debe determinarse, ante todo, el sucesor o sucesores, es decir, las personas a quienes hayan de pasar los bienes del patrimonio social.

1)
Debe sostenerse que en la sucesión de las corporaciones que no persiguen el lucro de los asociados, y la explotación del objeto social es decididamente de utilidad pública, el sucesor es el Estado.

La corporación persigue en forma exclusiva el interés de los miembros y no la protección de personas extrañas a ellos, como sucede con las corporaciones que persiguen lucro (sociedades) y con ciertas corporaciones que benefician únicamente a los miembros aunque no persigan lucro (un club social). Los fines deben clasificarse de utilidad pública cuando pretenden beneficiar a per​sonas distintas de los miembros que forman la corporación, como cuando se funda un sanatorio que no procura el lucro de los miembros, sino el beneficio de extraños.

2) En cuanto a las demás corporaciones que no son sociedades, sin duda los sucesores serán los mismos miembros que las integran; por ejemplo, a la disolución de un club social los bienes sociales se reparten entre los miembros, por cuanto estos aportaron y formaron el capital social. Por lo general, en dichos caudales sociales no existe dinero del público, pues no se trata de la explotación de un objeto que pueda calificarse de utilidad pública.

3) Fundaciones, no hay miembros y, además, el objeto social es de utilidad común o pública; en consecuencia, el único sucesores el Estado.

4) Respecto a las corporaciones que persiguen lucro, es decir, las sociedades (civiles o comerciales), los sucesores son los socios mismos.

Determinación del haber social y su transmisión a los sucesores. Tanto en la determinación de los bienes sociales de la persona jurídica disuelta, como en la forma de transmisión a los sucesores, se aplican similares reglas que rigen la determinación y transmisión de los bienes hereditarios.

1. Es necesario determinar los bienes de la persona jurídica disuelta, así como las deudas sociales (inventario), y evaluarlos (diligencia de avalúos).

Igualmente, es preciso discriminar quiénes son los sucesores y en qué pro​porción han de recibir tales bienes. En muchos casos, los mismos estatutos de la persona jurídica disuelta indicarán esos sucesores y la cuota que les ha de correspon​der; cuando no existan reglas estatutarias, debe presumirse que los miembros reci​birán el capital social en proporción a sus aportes.

2. La sucesión en los bienes de la persona jurídica disuelta se realiza a título universal, a semejanza de lo que ocurre en la sucesión por causa de muerte. En con​secuencia, la disolución de la personalidad jurídica engendra automáticamente en favor de los sucesores, derechos universales, estos se tienen sobre la universalidad jurídica que forma el patrimonio social, y no sobre determinados bienes.

3. En las sociedades colectivas (civiles y comerciales), la transmisión universal comprende tanto el activo como el pasivo. Es característica de estas sociedades la transmisión universal pura y simple, sin ninguna limitación de la responsabilidad personal de los sucesores. Tanto los bienes como las deudas se dividen entre los socios proporcionalmente a la cuota que les corresponda; y los socios responden ilimitadamente de las deudas. 

Liquidación de los bienes sociales. Disuelta la persona jurídica, su ca​pacidad jurídica no se extingue automáticamente, como sucede cuando muere una persona física.

1) Para el derecho moderno durante el período de liquidación subsiste la capa​cidad jurídica de la corporación —aunque notablemente limitada—, "en tanto que lo exija el fin de la liquidación" y hasta que esta termine totalmente. La capacidad jurídica es limitada, pues, en principio, la disolución hace desaparecer los órganos que expresaban la voluntad de la persona jurídica; por tal circunstancia, el órgano principal y casi exclusivo de una persona jurídica disuelta durante el período de liqui​dación, es el liquidador o liquidadores. Los liquidadores de las sociedades comer​ciales deben concluir las operaciones sociales pendientes y limitarse a cumplir sus demás funciones (C. de Co., art. 238).

2) Al disolverse la persona jurídica, la asamblea está obligada a nombrar uno
o varios liquidadores, salvo que los estatutos hayan previsto que los mismos asociados realicen por sí la liquidación (lo cual podrá ser posible en las sociedades colec​tivas y de responsabilidad limitada), o que tal función competa a la junta directiva o al gerente; pero el liquidador podrá ser tercero (sobre todo cuando entre los miem​bros existen diferencias acerca del reparto del capital social). En las fundaciones actuará como liquidador la junta directiva o el gerente, y, más frecuentemente, un extraño.

3) Corresponde al liquidador en primer término, la formación de un inventario de los bienes sociales; en segundo lugar, la indicación de los bienes con los cuales habrá de cancelarse las deudas sociales; finalmente, adjudicar a los sucesores el activo líquido en proporción a sus cuotas de aporte, o según lo establezcan los estatutos.
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